






.112 José Luis Diez Ripollés 

<que la doctrina, no es, sin embargo, demasiado explícita (98). 
Un autor que dedica mayor atención al problema es Huerta 

Tocildo, el cual, tras distinguir entre el concepto territorial y el 
·existencial de Patria, en favor de este último, señala la habitual 
equiparación que se ha terminado por hacer entre Patria y Na­

. ción, así como la no coincidencia entre los términos de Patria, Es­
tado y Régimen político. Tras ello define el patriotismo en los 
�~�i�g�u�i�e�n�t�e�s� términos: «l. El patriotismo es el sentimiento de 

. pertenecer a una determinada comunidad diferenciada respecto 
de otras que la rodean; 2. En tanto en cuanto dicha comunidad 

. sea auto-gobernada, coincide con el sentimiento nacionalista; 3. 
Puede coexistir con una estructuración interna de tipo federal 

-con gobierno único ( ... ), ya que la conciencia de unidad viene 
fundamentalmente dada por el sentimiento de autoafirmación y 

-.diferencia respecto del exterior, que no implica una homogenei­
. dad interior; 4. No implica una aceptación de la forma de Es­
. tado ni de gobierno» (99). 

Este análisis de Huerta sobre lo que sea el patriotismo es 
.!Ileritorio pues supone, que yo sepa, la primera aproximación 

. por parte de la doctrina jurídico-penal al concepto de patriotismo, 

. y permite dotar de un contenido más explícito a las alusiones 
doctrinales al amor a la Patria y a lo que es un bien para ella que 

. acabamos de ver, completando la definición de móvil patriótico 
· que hemos aceptado. 

Sin embargo, en lo que ya no puedo estar de acuerdo es en la 
pretendida inclusión del móvil político «en cuanto finalidad de 
conseguir lo mejor para la colectividad en la que el individuo en 

-concreto se siente integrado» (100), en el ámbito del móvil patrió­
tico. La doctrina española se ha manifestado repetidamente en 
contra, ya sea avisando de los peligros de confusión entre móvi-

· 1es políticos y patrióticos (101), ya sea intentando dar algunos cri­
terios de distinción, como Ferrer Sama que restringe los móviles 
patrióticos a los «Supuestos, en que, apreciados desde cualquier 
punto de vista político, se nos ofrezcan como acciones dirigidas 

.a la tutela o beneficio de los intereses patrios» (102), o Luzón Do­
mingo que dice que para apreciar este móvil «debe ser el amor al 
propio país, pero por encima de todo interés de partido o cla­
se» (103). En mi opinión, y basándome en la propia definición de 

· patriotismo que Huerta establece, la cual me parece correcta, 

(98) Sentencias de 15-10-48 R. 1198, 26-3-63 R. 1474, 27-10-73 R. 3985 y 20-11-76 
-R. 4864. 

(99) HUERTA TOCILDO, op. cit., págs. 74-76. 
(100) Ibídem, pág. 76. 
(101) Así, QUINTANO RIPOLLÉS, Comentarios ... , op. cit., pág. 184, y ANTÓN 

"ÜNECA, op. cit., pág. 341, que remiten a criterios de «bien general» en relación 
-con los móviles patrióticos, y CUELLO CALÓN, op. cit., vol. 2, pág. 565. 

(102) FERRER SAMA, op. cit., pág. 313. y en el mismo sentido, PUIG PEÑA, 
.. op. cit., pág. 119. 

(103) LuzóN DOMINGO, op. cit., pág. 326. 
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considero que el móvil patriótico no incluye al político y el fun­
damento lo encuentro en que el concepto de patriotismo es uno 
que sólo adquiere sustantividad puesto en relación con el exte­
rior, con otras naciones y otros sentimientos de patriotismo; 
como bien dice Huerta «la conciencia de unidad viene fundamen­
talmente dada por el sentimiento de autoafirmación y diferencia 
respecto al exterior, que no implica una homogeneidad interior». 
En esta línea, los móviles políticos reflejan las divergencias de 
opinión sobre alternativas de autogobierno dentro de una nación, 
mientras que los móviles patrióticos remiten a conductas relati­
vas al fortalecimiento o defensa de la nación, sentida y entendida 
como una unidad (en la que caben estructuras federales) diferen­
ciada de cara al exterior (104). Ni que decir tiene que suscribo la 
no equiparación entre Patria, y Estado o Régimen político. 

Soy consciente de los claros matices restrictivos que, frente a 
interpretaciones como la de Huerta, supone una interpretación 
del concepto de móvil patriótico en el sentido ;:iquí expuesto. Sin 
embargo, los vocablos tienen un límite de flexibilidad y no se 
puede pretender que digan más de lo que son capaces de decir. 
En tal sentido, no es accidental que la inclusión del móvil patrió­
tico se produjera en 1944, en unas circunstancias políticas que 
son un argumento más para concluir que el. móvil político no está 
incluido en el patriótico. 

Al margen de las propuestas de «lege ferel1tfa», la interpreta­
ción propugnada para tal móvil no implica que los móviles po­
líticos hayan de ser excluidos del ámbito de esta atenuante, pues 
fo único que ha quedado claro, en mi opinión. es que el móvil 
patriótico excluye, dada su formulación conceptual, al móvil po­
lítico, lo que no impide, sin embargo, que tales móviles políticos 
pudieran ser abarcados dentro del concepto de móvil altruis­
ta (105). 

(104) En línea con lo expresado, el derrocamiento de una dictadura es 
móvil político, pero no patriótico, a no ser que ésta haya sido impuesta desde 
el exterior. 

Del mismo modo las conductas tendentes a evitar separatismos gozan del 
móvil patriótico, a no ser que haya una concepción social dominante (me 
remito a los criterios sobre el contenido concreto de patriotismo que ahora 
paso a ver) que no incluya a tal sector del territorio ·en la idea de nación, 
esto es, falta el sentimiento de considerar como parte de la Patria a ese 
territorio, por parte de la población de toda la Nación (aunque es evidente 
que ello puede significar una opresión de minorías dentro de una Nación, 
y un favorecimiento de las entidades territoriales ya constituidas), a salvo 
siempre el principio de tolerancia aludido en Nota 68. 

(105) Aunque HUERTA Toc1wo parece sugerir en alguna ocasión que los 
móviles políticos pueden incluirse dentro de los móviles altruistas, siempre 
afirma al mismo tiempo que son incluibles también en los patrióticos (vid. 
op. cit., págs. 74 y 79), y en realidad basa todo el razonamiento sobre el 
móvil político en función del móvil patriótico y de los patriotas (vid. op. cit., 
págs. 76-77), quizá porque en el fondo piensa que el móvil patriótico abar 
cando al político se inserta dentro del contenido de móvil altruista (vid. 
op. cit., pág. 76). 
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En tal sentido, basta sólo recordar el concepto que hemos 
dado de altruismo (106) para comprender que en un gran número 
de supuestos los móviles políticos encajarán perfectamente en el 
ámbito conceptual de los móviles altruistas. Para ello, sin em­
bargo, tendrán que cumplir los requisitos exigidos para su con­
ceptuación como móviles altruistas, requisitos que, como fácil­
mente puede suponerse, no siempre cumplirán. 

En todo caso, no deja de presentar ciertos signos de incohe­
rencia lógica, el doble hecho de que, por un lado, la atenuante 
haga una alusión expresa a los móviles patrióticos en un claro in­
tento de elevar el nivel mínimo para la apreciación de la atenuan­
te hasta conductas que excluyan las diversas opciones políticas 
dentro de una misma nación, y que, por otro fado, tales opciones 
políticas se introduzcan en la atenuante por la vía del móvil al­
truista. 

Ello nos llevaría a pensar que, si bien en un principio, y con­
siderado el término «altruista» por sí sólo, la mayor parte de los 
móviles políticos encuentran cabida a través del concepto de al­
truismo, una consideración global de la atenuante, y en especial 
la existencia del móvil patriótico al lado del altruista, indica que 
no se encuentra en la voluntad de la ley la pretensión de incluir 
los móviles políticos dentro de los altruistas una vez que ha alu­
dido explícitamente a los móviles patrióticos. 

En cuanto a lo que opina la jurisprudencia sobre todo este 
problema, es de destacar, en primer lugar, un grupo de sentencias 
que intentan restringir al máximo el concepto de móvil patriótico 
poniendo dificultades para su apreciación en tiempo de paz (107), 
y en segundo lugar, aquellas otras que se preocupan directamen­
te de excluir del ámbito de consideración de la atenuante los mó­
viles basados en el favorecimiento de determinadas opciones po­
líticas no admitiendo ni siquiera la posibilidad de incluir tales 
móviles en el concepto de altruismo dado que suelen referirse a 
la atenuante en su conjunto (108), (109). 

CóRDOBA RODA también muestra indecisión a la hora de asignar los móviles 
políticos sea al altruismo sea al patriotismo, op. cit., pág. 496. GARCfA VAL­
DEZ, C., El delito político. Madrid, Edicusa, 1976, pág. 10, establece de un 
modo claro que los móviles políticos han de considerarse incluidos en la 
motivación altruista de la atenuante 7.•. 

(106) Vid. supra, págs. 109-111. 
(107) Sentencias de 15-10-48 R. 1198, que afirma que «el presunto servicio 

carecería de relevancia para el interés patrio máxime en época de paz», y 
21-10-48 R. 1330. 

(108) Sentencias de 18-12-45 R. 1398, 13-5-49 R. 666, 21-1-65 R. 208, 6-11-69 
R. 5248 y 27-10-73 R. 3985. Esta última afirma que «máxime cuando el móvil 
político parece fuera del ámbito de dicha atenuante, por su naturaleza y por 
estar absorbido por los delitos políticos, en que ciertamente se manifiesta 
como elemento constituyente ínsito e inherente al tipo». 

. (109) La doctrina italiana, en su atenuante parcialmente correlativa a la 
nuestra, con frecuencia acepta la apreciación de móviles políticos, pero 
dando un concepto tan restringido de ellos que no pasan de ser móviles pa­
trióticos o incluso aún más restringido. Así, Mi<GGIORE, op. cit., Il, pág. 514, 
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Vistos ya los problemas que el concepto de patriotismo con­
lleva, hemos de prestar atención de nuevo al elemento imprescin­
dible para la determinación del contenido del término «patrióti­
co» en los supuestos concretos, esto es, cuáles han de ser los 
criterios que se han de utilizar para calificar un móvil de patrió­
tico de entre los que han impulsado a la acción delictiva. 

Al igual que al estudiar el término «altruista», se impone una 
remisión a las posturas adoptadas por la doctrina al tratar este 
mismo problema en el motivo moral, debido a que la mayoría de 
los autores consideran reconducible el término patriótico al de 
moral (110), y no se pronuncian sobre la problemática del crite­
rio a escoger al analizar el móvil patriótico. 

De los autores que hacen alusión a este problema de modo di­
recto, todos ellos acuden a criterios basados en referencias so­
ciales, incluidos Ferrer Sama y Quintano Ripollés que, como 
sabemos, en lo referente al motivo moral acudían a criterios basa­
dos en principios ideales (111). 

En relación a la jurisprudencia hay que remitirse igm1lmente 
a las decisiones jurisprudenciales citadas en el estudio de este 
problema para el motivo moral, ya que solían aludir a los tres 
motivos de la atenuante simultáneamente. No existen pronuncia­
mientos referidos de modo aislado a este motivo, el cual, por otra 
parte, nunca ha servido para apreciar la atenuante en función de 
él en exclusiva (112). 

En mi opinión, y en consonancia con lo expresado al hablar 
de este problema en el móvil moral y en el altruista (113), creo 
que hay que ir sin duda a criterios sociales y más en concreto, 
basarnos en las concepciones sociales dominantes sobre lo que 
sea patriotismo en un momento histórico determinado. 

que dice que «entre los motivos de particular valor moral y social tiene el 
primer puesto el amor a la Patria. No cualquier motivo político tiene valor, 
sino sólo aquel que tiene el origen en el sagrado afecto al país propio y al 
orden de él constituido en el Estado»; en línea semejante, MANZINI, que afir­
ma que «sólo cuando el motivo político derive de sentimientos patrióticos 
o favorables al ordenamiento jurídico político del Estado, se puede admitir 
que se hayan de considerar de particular valor moral o social», op. cit., 11, 
pág. 228, y SANTORO, Manuale, op. cit., pág. 496. 

(110) Vid. infra, págs. 115-117. 
(111) HUERTA Toen.no, op. cit., pág. 77, alude a una «determinación obje· 

tiva del términc a través de la investigación del sentir colectivo mediante 
los procedimientos que para dlo se consideren adecuados»; FERRER SAMA, 
op. cit., pág. 313; ÜUINTANO RIPOLLÉS, Comentarios .. ., op. cit., pág. 184; Purn 
PEÑA, op. cit., pág. 119. 

(112) Por el contrario, se ha rechazado su aplicación en las Sentencias 
18-12-45 R. 1398, 15-10-48 R. 1198, 21-10-48 R. 1330, 23-2-53 R. 432, 26-3-63 R. 1474, 
27-1-65 R. 208, 6-11-69 R. 2548. 6-11-72 R. 4769, 9-7-63 R. 3042 y 27-10-73 R. 3985. 

(113) Vid. supra, págs. 106-110. 
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VIII. RELACION ENTRE LOS TERMINOS «MORAL», 
«ALTRUISTA» Y «PATRIOTICO» 

Es habitual en la doctrina el pronunciarse en esta atenuante, 
tras haber estudiado los tres términos arriba citados, sobre la 
posible inclusión del contenido conceptual de unos dentro de los 
otros. 

La cuestión, como ya vimos al estudiar los diversos criterios 
a utilizar en la determinación de estos conceptos (114) y como 
ahora veremos, tiene más trascendencia de lo que parece, por lq 
que voy a permitirme una incursión por la doc:trina para narrar 
las diversas posturas existentes: 

Un numeroso grupo de autores afirma, en base a argumentos 
muy similares, que altruismo y patriotismo son reconducibles al 
término moral. Podemos destacar a Cuello, que alega que «siendo 
el altruismo concepto moral la inclusión expresa de este móvil 
resulta superflua y, por otra parte, en la mornl social entra el 
patriotismo como sentimiento de extraordinario valor» (115) y 
Córdoba que insiste en que «no obstante existir un claro matiz 
aüerencial entre ellos, lo altruista y lo patriótico representan, se­
gún ·repetidamente se ha indicado, especies de lo moral» (116). 
Otros autores en la misma línea son Antón Oneca, Bernal Fe­
rrero, Luzón Domingo y Quintano Ripollés (117). 

Rodríguez Devesa, y Ferrer Sama consideran al altruismo sub­
sumible en la moral, pero no piensan lo mismo en relación con 
el patriotismo (118). 

Por otro lado, Puig Peña, y Quintano Ripollés en sus Comenta­
rios, aun reconduciendo igualmente los tres términos a uno solo, 
csLe es el altruista y no el moral (119). 

Finalmente, Huerta To:::ildo, y 1Juintano en una tercera postu­
ra, vinculan altruismo y patriotismo, pero no dicen nada en re­
lación al moral (120). 
-----

(114) Vid. supra, págs. 109-115. 
(115) CUELLO CALÓN, op. cit., vol. 2, pág. 565. 
(116) CóRDOBA RODA, op. cit., pág. 494. 
(117) ANTÓN ÜNECA, op. cit., pág. 341; BERNAL FERRERO, op. cit., pág. 78; 

Luz6N DOMINGO, op. cit., pág. 325; ÜUINTANO RIPOLLÉS, Curso ... , op. cit., pá­
gina 424. 

(118) RODRÍGUEZ DEVESA, op. cit., pág. 611, y FERRER SAMA, op. cit., pág. 312, 
el cual, si bien afirma claramente la vinculación entre moral y altruista, no 
dice nada respecto al patriotismo. 

(119) PUIG PEÑA, op. cit., pág. 118, que afirma que «el término altruista 
es, en realidad, el más destacado de la dicción legal y el que preside todo 
el fenómeno de la motivación atenuada», y QuINTANO RIPOLLÉS, que, en con­
tradicción con lo dicho en su curso, y en su artículo en la «Revista General 
de Legislación y Jurisprudencia», afirma en Comentarios .. ., op. cit., pág. 184, 
que la referencia al altruismo bastaría para caracterizar la atenuante, so­
brando las de moral y patriotismo que son, o redundantes o perturbadoras. 

(120) ÜUINTANO RIPOLLÉS, La motivación, op. cit., pág. 411, y HUERTA To­
CILDO, op. cit., pág. 76, la cual considera que el motivo patriótico guarda 
mucha proximidad con el altruista, «con el que en esencia viene a identi­
ficarse». 
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Observamos, por tanto, cómo hay una clara tendencia mayori­
taria a reconducir todos los términos al de moral, con una postu­
ra minoritaria dentro de ella que sólo incluye en moral al al­
truismo. Otros autores dan más importancia al término altnlista. 

En cuanto a la jurisprudencia un argumento importante a fa­
vor de la unidad entre los tres té.rminos lo da el fenómeno, tan 
generalizado, de aludir el Tribunal Supremo a los tres motivos 
de la atenuante a la vez, lo cual indica ya que el Tribunal Supre­
mo considera que se da un contenido conceptual común, al me­
nos parcialmente, entre los tres (121). Al margen de tales casos 
quedan otras decisiones jurisprudenciales en las que se utilizan 
alternativamente las expresiones de moral o altruista refiriéndose 
a unos mismos hechos (122). Sin embargo, las Sentencias de 19-
X-67 (R. 4637) y 20-Xl-76 (R. 4864) aluden a que los tres motivos 
tienen vida autónoma e independiente (123). 

En mi opinión, resulta difícil sostener en todo momento la 
afirmación de que lo altruista y lo patriotico se incluyen en lo 
moral. Son perfectamente imaginables conductas impulsad:is por 
motivos patrioticos o altruistas, que no gozarán del calificativo 
de morales, o bien conductas patrióticas que no podrán catalogar­
se como altruistas. Y esto no sólo utilizando puntos de referen­
cias basados en principios ideales, sino igualmente criterios so­
ciales. 

De todos modos, la mayoritaria postura doctrinal que hemos 
visto tiene una base evidente. Reside ella en que en una gran 
mayoría de las ocasiones, las conductas motivacas altruista o pa­
trióticamente podrán ser catalogadas como morales; pero no 
siempre. Utilizando una imagen muy conocida, podríamos decir 
que moral, altruista y patriótico son tres círculos secantes, en 
donde destaca especialmente la gran extensión relativa de los res­
pectivos círculos de altruismo y patriotismo que se inserta en el 
círculo de lo moral; sin embargo, la inserción no es completa. 

IX. EL ERROR SOBRE LOS HECHOS QUE SIRVEN DE BASE 
A LOS MOVILES. EL ERROR SOBRE LA C,\UFICACION DE 

LOS MOTIVOS. LA ATENUANTE 7.ª Y EL ARTICULO 60 

Hemos visto hasta ahora cómo tanto la doctrina como la ju­
risprudencia han insistido en negar cualesquiera otros criterios 

(121) Como ejemplos en tal sentido, señalando que en la mayoría de las 
Sentencias en que el Tribunal Supremo se pronuncia por Ja atenuante actúa 
,,d n11eden verse las Sentencias citadas en nota 75, a excepción de la de 
28-5-74. 

(122) Sentencia~ 8-3-50 R. 632, 9-7-53 R. 1870, 5-2-55 R. 402, 6-6-58 R. 2011, 
17-4-64 R. 2002, 31-10-69 R. 5215: En todo caso en estas sentencias nunca dice 
la Jurisprudencia que estos dos términos sean iguales, simplemente Jos usa 
alternativamente. 

(123) Las Sentencias 9-11-57 R. 2960 y 6-12-76 R. 5267 podría pensarse que 
refieren los tres términos al altruista, pero no está excesivamente claro. 
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que no sean los sociales para determinar el contenido de los tér 
minos moral, altruista y patriótico, con muy pocas excepciones. 
Se ha dejado notar, por otra parte, y como ya vimos (124), un 
especial interés en excluir la posibilidad de utiJizar, en lugar de 
criterios sociales, criterios fundamentados en meras opiniones 
personales, en suma, se trata de excluir del ámbito de esta ate-
1mame a1 autor por convicción. Esta pretensión, con la que estoy 
plenamente de acuerdo, ha conducido sin embargo a la doctrina 
a otras posturas que no se derivan necesariamente de tal propó­
sito. Me refiero en concreto a la negativa doctrinal a aceptar la 
relevancia del error en la calificación de los motivos, en esta ate­
nuante. En tal sentido, son muy frecuentes las alusiones a que el 
juicio personal del autor sobre la cualidad de morales, altruistas 
o patrióticos de los motivos es irrelevante, lo cual, si bien es co­
rrecto si se quiere aludir a la no toma en co!"lsideración de los 
criterios personales, termina por llevar a una negación de la re­
levancia del error producido en el sujeto al utilizar, no sus pro­
pios criterios, sino los criterios sociales. Este peligro de entender 
tal afirmación de un modo excesivamente amplio adquiere más 
consistencia al comprobar las frecuentes alusiones a que ha de 
ser el juez el que decida sobre la calidad de los motivos, mientras 
se hace notar la ausencia de todo tipo de referencias al error del 
sujeto en la calificación de los motivos (e, incluso, las escasas alu­
siones al error sobre los hechos que sirven de base a los moti­
vos) (125). En una línea similar a la doctrina se coloca la juris­
prudencia (126). Sin embargo, el negar validez al uso de criterios 
personales, postura que yo también mantengo, no tiene por qué 
implicar la denegación de un error relevante en base al causado 
en el sujeto a través de una equivocada utilización, no de sus 
propios criterios, sino de los sociales. Pasemos a fundamentar 
ahora más detenidamente esta tesis. 

Previamente he de aludir a la evidente pertenencia de la ate­
nuante 7.ª al párrafo 1 del artículo 60. Pocas circunstancias mo­
dificativas presentan un encaje tan perfecto en tal párrafo, en es­
pecial en la alusión a la «disposición moral del delincuente», de 
modo que una discusión al respecto me parece ociosa (127). 

(124) Vid. las citas contenidas en notas 73-74. 
(125) Vid. HUERTA TOCILDO, op. cit., pág. 77; CÓRDOBA RODA, op. cit., pá­

gina 494; CUELLO CALÓN, op. cit., págs. 565-566; BERNAL FERRERO, op. cit., pág. 78. 
Aluden sólo a que ha de ser el juez el que califique los motivos sin referirse 
a la vez al error del sujeto en tal calificación, aparte de los ya citados, QuIN­
TANO RIPOLLÉS, La motivación ... , op. cit., págs. 411-412; FERRER SAMA, op. cit., 
pág. 312. 

(126) Entre otras, en especial las Sentencias de 19-10-67 R. 4637, 27-10-73 
R. 3985, 20-11-76 R. 4864. 

(127) Pese a ello, QUINTANO RIPOLLÉS, en Comentarios ... , op. cit., págs. 151-
152, la considera del párrafo 2, en una actitud difícilmente comprensible si 
no se tiene en cuenta que toma tal decisión En base a los planteamientos 
generales que realiza de equiparación entre circunstancias objetivas y pá­
rrafo 2, y circunstancias subjetivas y párrafo l. Vid. en tal sentido mi 
trabajo ya citado, págs. 616-621. 
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Pues bien, en otro lugar he mantenido (128) que el párrafo 1 
del artículo 60 no ofrece ninguna dificultad para admitir en su 
seno a circunstancias referidas a lo injusto si tales circunstan­
cias se adecúan al tenor literal del p. 1 y no al del p. 2. Ello no 
ofrecía ninguna dificultad dogmática en cuanto que el p. 1 exige 
el requisito de que tales circunstancias, en cuanto personales, han 
de concurrir en el sujeto para que se le pueda:i apreciar, pero la 
existencia de tal requisito no excluía la posibi_lidad de que a la 
vez se exigiera a las circunstancias referidas a lo injusto que hu­
bieran de ir al párrafo 1, y para satisfacer sus exigencias dogmá­
ticas, un ulterior requisito, el de que el sujeto conociera los 
hechos que llevan a la apreciación de la circunstancia: La redac­
ción del párrafo 1 no ponía ningún impedimento a la interven­
ción de este segundo requisito cuando fuera necesario. 

Por el contrario, a las circunstancias referidas a la reprocha­
bilidad que iban a parar al párrafo 1 del artículo 60. teniendo di­
ferentes planteamientos dogmáticos, sólo les era de exigir en prin­
cipio el que concurriesen en el sujeto, no precisando, dada su 
colocación en la sistemática de la teoría del delito, del conocer. 

Ahora bien, si analizamos la estructura de b atenuante 7.ª, y 
en especial el contenido del juicio de menor rcprochabilidad que 
a través de ella se realiza (129), en cuanto que se da en el proceso 
de formación de la voluntad del agente un conflicto -psíquico de­
rivado de la contraposición entre un móvil considerado por el su­
jeto activo como valioso según los criterios sociales, y una acción 
delictiva con el que obtenerlo y que la sociedad la considera no 
valiosa, inclinándose el sujeto por aceptar tal contradicción y 
realizar la conducta delictiva en función de esos móviles valiosos, 
está claro que donde no hay conciencia de tal contradicción, don­
de el sujeto no conoce contraposición y toma una decisión frente 
a ella, no puede apreciarse la atenuante. O dicho en otras pala­
bras, se ha de exigir a esta atenuante el requisito del conocer 

Tendremos por tanto una atenuante de la re!Jrochabilidad, del 
párrafo 1 del artículo 60, para cuya apreciación se exigirá el co­
nocer (130) además del concurrir. Ya hemos visto cómo el párra­
fo 1 no pone dificultades a tal cosa. 

La aceptación de la exigencia del conocer posee consecuencias 
inmediatas en relación al error: Ni que decir tiene que habrá de 
considerarse relevante el error sobre los hechos que sirven de 
base a los móviles de su actuar, error éste que ya ha sido acep­
tado por algún destacado autor español (131). Sin embargo, no 
hay ninguna razón, en mi opinión, ni dogmática ni legal, que nos 
haga detener aquí; quizá el quedarse aquí y no avanzar más en el 

(128) DíEZ RIPOLLÉS, op. cit., págs. 648-649. 
(129) Vid. supra, págs. 101-104. 
(130) HUERTA TOCILDO acepta de un modo no demasiado preciso el requi­

sito del conocer en esta atenuante, pero no saca ninguna consecuencia de 
ello en relación al error, op. cit., pág. 77, nota 44. 

(131) CÓRDOBA RODA, op. cit.. págs. 494-495. 
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camino del error sea debido a una excesiva influencia de la doc­
triana italiana la cual, en virtud de sus textos legales, no pue­
de pasar de este límite, y aun esto con considerables dificulta­
des (132). 

En esta línea, no veo ningún argumento que impida, una vez 
aceptado que el criterio de análisis del contenido de los motivos 
han de ser las pautas sociales, dar relevancia al error del sujeto 
no ya sobre los hechos que sirven de base a los móviles de su ac­
tuar, sino igualmente sobre lo que las concepciones sociales do­
minantes consideran moral, altruista o patriótico, supuesto que 
conoce la verdad de los hechos que sirven de base a los móviles. 

Por el contrario, hay varias razones que nos mueven a dar re­
levancia a tal error: 

En primer lugar, el hecho ya aludido de que una correcta in­
terpretación del sentido de esta atenuante nos muestra que se 
ha de exigir el requisito de que el sujeto conozca que actúa en 
base a motivos considerados como morales, altruistas o patrióti­
cos por las concepciones sociales dominantes. Si se le exige una 
actuación en base a tal conocimiento, es evidente que producido 
un error en su calificación de los motivos, debido a un deficiente 
manejo de los criterios sociales (133), tal error ha de ser consi­
derado relevante (134). 

(132) El artículo 59 cpv. l.º del Código Penal italiano reza así: «Si el 
agente cree erróneamente que existen circunstancias agravantes o atenuantes, 
éstas no son estimadas en contra ni a favor de él.» LATTANZI, I Codici Penali, 
op. cit., pág. 152. Dada Ja redacción tan taxativa de este párrafo, difícil le 
resulta a la doctrina italiana el dar relevancia al error en las atenuantes. 
Con todo, en base al argumento, muy discutible por cierto, de que los hechos 
que sirven de base a los móviles están «en la base del motivo, pero no son 
el motivo mismo» (Patane), en cuanto que «la situación de hecho que ha 
producido los motivos» es «Un quid que está fuera del contenido de la 
circunstancia» (Caraccioli), la doctrina ha conseguido introducir la relevancia 
del error en tales supuestos. Vid. PATANE, L'insussistenza del fatto su cui si 
basano i motivi di particolare valore morale e sociale e l'art. 59 C. P. Gius­
tizia Penale, 1960, II, col. 74 y ss.; CARACCIOLI, l., Motivi di particolare valore 
mora/e o sociale erróneamente supposti. Rivista italiana di Diritto e Proce· 
dura Penale, 1960, págs. 1202-1203; PANNAIN, op. cit., págs. 566-567. 

(133) Estamos hablando de concepciones sociales claramente mayorita­
rias, con lo que el uso de tales criterios no es una labor excesivamente ar­
dua; con todo, no se puede excluir la posibilidad de errores, vencibles o in­
vencibles, 

(134) FERRER SAMA, Voz Error (Derecho Penal). Nueva Enciclopedia Jurí­
dica Seix, tomo VIII, Barcelona, Editorial F. Seix, S. A., 1956, pág. 676, afirma 
lo siguiente de la atenuante 7.•: «Valorándose en este apart::ldo, introducido 
por la reforma de 1944, la índole del móvil que impulsó al sujeto a realizar 
el acto, debe estimarse la situación, en aquellos casos en que el estado de 
hecho haya sido apreciado erróneamente por el sujeto, a favor del mismo, 
pues lo determinante es su creencia y no la objetividad de las circunstancias.» 
Tal como se expresa no queda claro si sólo se refiere a un error sobre los 
hechos que sirven de base a los móviles, o también al error sobre la califi­
cación de los motivos; me inciino por la última posibilidad. En todo caso 
téngase en cuenta que al estudiar una causa de inculpabilidad como el miedo 
insuperable da relevancia al error relativo a si el mal amenazado es igual 



La atenuante de obrar por motivos de importancia 121 

En segundo lugar, los planteamientos doctrinales que admi­
ten el error sobre las circunstancias, a nivel general. Evidente­
mente sobrepasa los límites de este trabajo un análisis pormeno­
rizado de la doctrina relativa a si se ha de apreciar el error en 
las circunstancias. De todos modos quiero dejar constancia de 
que autores tan destacados como Antón Oneca (135), Jiménez 
Asúa (136), Ferrer Sama (137), y Quintana (138) admiten la rele­
vancia del error en las atenuantes, si bien con algunas limitacio­
nes referidas en especial a los números 2, 3 y 4 del artículo 9.0

• 

En contra, sin embargo, Córdoba Roda (139). A falta de un es­
tudio más profundo y actualizado sobre este problema en el Có­
digo penal español (140), estas tomas de posturas generales nos 

o mayor. Comentarios ... , op. cit., pág. 234; sin embargo, en esta misma obra 
al estudiar la atenuante 7.ª alude a este problema en línea con el resto de 
la doctrina, ya visto. Ibídem, págs. 311-313. Vid., además sus planteamientos 
generales sobre el error en las circunstancias. Infra, nota 137. 

(135) ANTÓN ÜNECA, op. cit., pág. 213, afirma que «en cuanto a las atenuan­
tes supuestas, deben beneficiar al reo, pues sería un contrasentido que, aco­
giendo las eximentes putativas, no diésemos igual 'trato a las atenuantes. Se 
exceptuarán las de semiimputabilidad, como la menor de edad de dieciocho 
años o la embriaguez, por las mismas razones que dimos a propósito de las 
causas de inimputabilidad». 

(136) JIMÉNEZ AsúA, Tratado de Derecho Penal, tomo VI, 6.ª edición, pá­
ginas 602 y 605, que, aparte de suscribir la opinión de Antón Oneca, añade 
que "ª nuestro entender, si el autor ha de ser juzgado, cuando desconoce 
la verdadera situación de hecho, no conforme a la situación real, por él 
no conocida, sino según la situación cuya existencia supuso, parece obvio 
que, cuando el agente obre en la creenciil de que ccncurren los presupuestos 
de una causa de atenuación, no será penado, sino conforme a la benignidad 
que la ley le concede en este caso supuesto». 

(137) FERRER SAMA, Voz «Error (Derecho Penal)», op. cit., pág. 663, en 
donde admite la relevancia del error en las atenuantes no pertenecientes a la 
imputabilidad. 

(138) QUINTANO RIPOLLÉS, Curso .. , op. cit., pág. 313. 
(139) CóRDOBA RODA, traducción del Tratado de Derecho Penal, de Mau­

rach. Tomo I, op. cit., págs. 338-342, nota 47, el cual admite la relevancia del 
error para las agravantes (op. cit., nota 46, pág. 337), pero no para las ate­
nuantes. 

(140) Especialmente discutible me parece el interés excesivo mostrado, 
tanto por la doctrina a favor de la apreciación del error en las circunstan­
cias como por la que está en contra, en basar su postura en función de la 
colocación de las circunstancias en uno u otro de los párrafos del art. 60. 

Es digna de destacar igualmente la Exposición y Estudio para un Ante­
proyecto de Bases del Libro 1 del Código Penal, publicada por el Ministerio 
de Justicia en la colección Cuadernos Informativos, núm. 11, del Gabinete 
de Estudios, en cuya Base 11, núm. 4, pág. 6, se dice que «el error sobre las 
circunstancias modificativas de la responsabilidad, producirá la consecuencia 
de la apreciación de éstas en la forma que resulte más favorable y se regu­
lará donde se enumeren las circunstancias del delito». 

Partiendo de una situación actual muy distinta a la española, como hemos 
visto (nota 132), el Proyecto Gonella italiano pretende modificar Ja regula­
ción del Código italiano en el artículo 59 cpv, l.º, en el sentido de que «salvo 
que la ley disponga otra cosa las circunstancias atenuantes y las causas de 
exclusión de la pena se valoran a favor del agente, ya sea que éste las ignore 
o por error las considere inexistentes, ya se2. que por error suponga la 
existencia de ellas». BETTIOL, op. cit., pág . .515. 
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confirman más en nuestra opinión de admitir la relevancia del 
error en la atenuante 7.ª (141). 

En cuanto a la situación de la doctrina alemana, se pueden hacer las si· 
guientes breves consideraciones: 

En la regulación anterior a la nueva Parte General del Código se aludía 
en el artículo 59 al desconocimiento de las circunstancias que formaban tipos 
agravados considerándose tal desconocimiento relevante. No se decía nada 
respecto a las que creaban tipos atenuados. Sin embargo, MAURACH, Tratado 
de Derecho Penal, l. Tradución de CóRDOBA, op. cit., págs. 337-341, estima 
que para apreciar los caracteres del tipo atenuantes de la pena basta con 
que «Se hallen en la esfera de representación del autor, no sin embargo el 
que existan en el plano objetivo ... », incluso alude a los casos en que 
se trata de atenuaciones basadas en motivos. También MEZGER, Tratado 
de Derecho Penal, II. Traduccién de Rodríguez Muñoz. Madrid, Editorial Re­
vista de Derecho Privado, 1957, págs. 139-144, acepta el dar relevancia al error 
del sujeto sobre la situación de hecho que determina la presencia de un 
tipo privilegiado o atenuado, por aplicación analógica del artículo 59, si 
bien no incluyendo en tal afirmación a los elementos normativos que pueda 
haber en las diversas atenuaciones; sin embsrgo, dado que luego, al conside­
rar todos los elementos típieos normativos, en general, exige el conocimiento 
de la significación del elemento normativo en la esfera del profano, cabe 
pensar que también acepta la relevancia del error sobre elementos no;·ma­
tivos incluidos en las atenuaciones (op. cit., págs. 148-150). 

Incluido el artículo 16, párrafo 2, en la nueva Parte General en el que se 
alude a que la suposición errónea de circunstancias que dan lugar a un 
tipo atenuado, es relevante, Maurach se reafirma en su postura (vid. MAu­
RACH, R., Deutsches Strafrecht. Allgemeiner Teil, 4.• edición, Karlsruhe, Ver­
lag. C. F., Mueller, 1971, págs. 277-278, y lo mismo en MAURACH-ZIPF, op. cit., 
S.ª Edición, 1977, págs. 343-344); BLEI parece limitar la relevancia del error 
a las circunstancias de hecho de la atenuación, y no a la valoración de tales 
hechos (BLEI, H., Strafrecht l. Allgemeiner Teil. 17 edición, München. Ver· 
lag. C. H. Beck, 1977, págs. 118··119); y aceptan la relevancia del error en la 
suposición errónea de la existencia de caracteres atenuatorios del tipo, sin 
restricciones, en base al artículo 16, pág. 2, SrRATENWERTH, op. cit., pág. 98; 
BAUMANN, op. cit., págs. 427-428; JESCHECK, op. cit., pág. 249, y CRAMER (Schon­
ke-Schroeder), Strafgesetzbuch. Koommentar, 19 Edición, München, Verlag 
C. H. Beck, 1978, pág. 268, entre otros. 

Ahora bien, el problema reside en que esta atenuante 7." se incluye siste· 
máticamente en la reprochabilidad y el artículo 16, párrafo 2, alemán, aun 
habiendo posturas, como la de CRAMER, op. cit., pág. 268, que estima que 
el precepto se refiere tanto a caracteres de lo injusto como de la culpabili­
dad «Objetivizados», alude a elementos del tipo, y no de la culpabilidad. 

Conviene aludir, por tanto ahora, de pasada, tanto a los autores que han 
insistido en reconocer relevancia al error sobre las causas de inculpabilidad 
(BAUJ\IANN, op. cit., pág. 430; STRATENWERTH, op. cit., pág. 185; en contra, 
MrnRACH-ZIPF, op. cit., pág. 339, y BLEI, op. cit., pág. 116, si bien pensando 
primordialmente en la imputabilidad), como a aquellos que han afirmado 
rotundamente la relevancia del error en circunstancias autenuatorias per­
tenecientes a la culpabilidad, en especial en lo relativo a la cuestión de la 
suposición errónea de la existencia de elementos atenuatorios (STRATEN· 
WERTH, op. cit., pág. 99; JESCHECK, op. cit., pág. 383; CRAMER, op. cit., pá­
gina 288). 

(141) Respecto a si es relevante tanto el error invencible como el ven· 
cible, se trata también de un problema a tratar dogmáticamente a nivel 
general, y no en relación a una atenuante concreta. FERRER SAMA, Voz 
Error (Derecho Penal), op. cit., pág. 663, exige en las atenuantes error in­
vencible para darle relevancia; en las agravantes porece insinuar la rele-
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X. EL TERMINO «DE NOTORIA IMPORTANCIA» 

He de decir en primer lugar que ahora analizamos la «notoria 
importancia», operación lógica que es posterior a la de fijar los 
criterios por los cuales se ha de valorar la moralidad, altruismo 
o patriotismo de los motivos. Sin embargo, algunos autores se 
expresan de tal modo que pueden inducir a la confusión entre el 
juicio sobre la notoria importancia y el juicio sobre el criterio a 
tomar para valorar la moralidad, altruismo o patriotismo de los 
motivos (142). 

Si ahora nos centramos en aquello que debe abarcar el térmi­
no «notoria importancia», observamos cómo la doctrina, cuando 
estudia tal concepto, estima que tal exigencia alude a la morali­
dad, altruismo o patriotismo de los motivos f!43), pero excluye 
de los efectos de tal inciso al concepto de «motivo», Tal restric­
ción me parece injustificada pues nada indica en el texto de la 
atenuante que se haya de realizar. 

En tal sentido, discrepo de tales autores y considero que «de 
notoria importancia» alude igualmente al concepto de «motivo». 
La necesidad de referir la «notoria importancia» al móvil se 
muestra con toda claridad cuando se es consciente de que en 
cada acción concurren siempre varios móviles (144). Aceptado tal 
hecho, ya vimos que cabían dos posturas (14."): en mi opinión, 
y aun reconociendo los graves defectos que ambas posturas pre­
sentan, como he señalado (146), pienso que lo mínimo que se pue­
de pedir es que aquel motivo de entre ellos que haya sido va-

vancia, asimismo, del error vencible al hablar de que resultaría absurda su 
apreciación en forma culposa (pág. 674). 

(142) En tal sentido, CUELLO CALÓN, op. cit., 11, pág. 566, que afirma 
que «esta circunstancia sólo se refiere a hechos de alta trascendencia que 
afectan a la vida social y no a hechos determinados por la defensa de 
intereses personales del agente»; RODRÍGUEZ DEVEsA, op. cit., lJág. 612, 
«la notoria importancia de los motivos, exigida por el legislador, excluye 
todos aquellos que no traigan su origen de hechos de alta trascendencia. 
Pero no comparto la tesis de quienes piensan que han de ser únicamente 
motivos de índole social, excluyendo asimismo los de índole personal. 
Precisamente una interpretación que daría contenido propio ... ». Prueba 
de la confusión a que tal redacción se presta es aquella en la que incurre 
Huerta Tocildo al criticar la postura de Rodríguez Devesa, no dándose cuen­
ta de que Rodríguez Devesa en la segunda frase alude a un problema dis­
tinto del aludido en la primera. HUERTA Tocrwo, op. cit., págs. 77-78. 

(143) Vid. CÓRDOBA RODA, op. cit., págs. 496-497, aunque parezca que «no­
toria importancia» lo refiere a «motivo» una lectura detenida muestra 
que Ja remite a los calificativos de los motivos; LuzóN DOMINGO, op. cit., pá­
gina 327, también parece aludir a Ja fuerza del móvil derivada de. su carac­
terización valorativa, al margen de las circunstancias concretas subjetivas; 
FERRER SAMA, op. cit., pág. 312, tiene una postura clara en el sentido ex­
puesto. 

(144) Vid. supra, págs. 99-101. 
(145) Vid. supra, pág. 101 y notas 35-36. 
(146) Vid. supra, pág. 101. 
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lorado como moral, altruista o patriótico sea el predominante, 
habiendo sido el impulsor más caracterizado de la acción. Si se re­
fiere la «notoria importancia» al concepto de «motivo», como pa­
rece lo lógico, encontramos una clara justificación legal para exigir 
la preeminencia del móvil moral, altruista y patriótico entre los 
demás móviles concurrentes en la acción: Será necesario que tal 
móvil haya sido el decisivo, el que haya desempeñado un papel 
de notoria importancia en el proceso de motivación que ha con­
ducido a la realización de la acción delictiva (147). 

En relación con los problemas derivados de la concurrencia 
de varios motivos hay que reseñar la aceptación por parte de la 
doctrina de tal pluralidad (148), pudiendo encontrarse entre ellos 
el móvil de la complacencia propia, cuya concurrencia no obsta, 
en opinión de la doctrina, a la apreciación de la atenuante (149); 
sin embargo, respecto al tema de la complacencia propia, el Tri­
bunal Supremo posee una jurisprudencia que bien sea en base 
al lucro, bien sea en base a un interés propio, estima que dándose 
uno de estos dos móviles al lado del exigido por la atenuante, 
ésta no se puede apreciar (150). Estimo que tal ~urisprudencia es, 
atendiendo a sus formulaciones generales, errónea, pues acepta­
do el hecho de que en cada acción concurran muy diversos mó­
viles, y que para apreciar la atenuante ha de ser, el móvil califi­
cado como moral, altruista o patriótico, determinante, eso no 
empece a la subsistencia de otros móviles como la complacencia 
propia, el interés propio, o el lucro, que pueden coexistir con el 
anterior, no siendo determinantes (151). 

(147) Como dice la Sentencia 20-10-50 R. 1428, los móviles de la atenuante 
7.ª han de ser «de acusado relieve, de manifiesta y notoria importancia para 
inclinar y mover la conducta del agente». 

(148) Vid. CóRDOBA RonA, op. cit., pág. 497 y respecto al altruismo, pá­
gina 493, aunque en relación a si se ha de exigir que el móvil de la atenuante 
ha de ser el predominante entre los varios que concurran, no da una postura 
clara; HUERTA Toc1LD0, op. cit., pág. 73, aludiendo al altruismo, en donde 
parece optar por la exigencia de que el móvil altruista ha de ser el predo­
minante («finalidad primaria»); véase además a nh'el de planteamientos 
generales la¡ bibliografía suministrada en nota 34. 

(149) Vid. CÓRDOBA RODA, op. cit., pág. 493, y HUERTA TOCILDO, op. cit., 
pág. 73, aparte de lo ya aludido supra, págs. 110-111. 

(150) En relación al móvil de lucro, Sentencias de 9-11-57 R. 2960, 2-12-59 
R. 4255, 25-11-64 R. 5238, 9-6-67 R. 3145, 23-9-69 R. 4147. Referidas al interés 
propio, Sentencias de 31-5-46 R. 676, 14-10-49 R. 1191, 5-6-56 R. 2054, 19-10-67 
R. 4637, 5-12-69 R. 5828, 27-1-65 R. 208. 

(151) Lo que no me convence es la argumentación dada por CÓRDOBA y 
HUERTA al criticar la no apreciación de la atenuante cuando se da el ánimo 
de lucro, por la jurisprudencia. Dice CóRDOBA: «Se ha estimado que dicha 
circunstancia (la 7.ª) no puede ser apreciad<:". en los delitos inspirados en el 
ánimo de lucro. A nuestro juicio, tal incompatibilidad resulta infundada, 
pues la comisión de un hurto, v. gr., puede responder al fin éticamente 
plausible de atender a unas inaplazables necesidades económicas de los 
parientes próximos» (op. cit., pág. 500), argumento que hace suyo HUERTA, 
añadiendo ésta: «Pero es que además si tenemos en cuenta que el ánimo 
de lucro se caracteriza por la intención de adquirir antijurídica y gratuita-
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El otro elemento para mí esencial en el análisis de la notoria 
importancia, es la exigencia de una cierta proporcionalidad entre 
la finalidad propuesta y el medio empleado para realizarla. Esto 
es, el móvil objeto de apreciación por la atenuante debe de ser lo 
suficientemente valioso, en relación con el bien jurídico protegido 
en el delito que se ha utilizado como medio para realizar el fin del 
móvil, como para que se dé, en palabras del Tribunal Supremo 
en una fórmula un tanto exagerada, «Un contenido de clara equiva­
lencia en relación compensatoria entre ambas situaciones» (152). 

Este requisito, exigido por la jurisprudencia desde casi el ini­
cio de la atenuante, en ocasiones claramente dcn1ro del contenido 
del juicio de notoria importancia (153), y en otro casos sin aludir, 
al utilizarlo, a la notoria importancia (154), ha sido con posterio­
ridad aceptado por gran parte de la doctrina ( 155), dándose sólo 
una postura doctrinal claramente contraria a !a apreciación de 
este requisito en España, la de Bernal Ferrero (156). Este autor 
está influido por la doctrina italiana, en donde la cuestión se 
plantea de modo diametralmente opuesto, ya que autores como 
Manzini, Malinverni, Pannain (157) opinan que la atenuante ha de 
apreciarse con independencia de la mayor o menor gravedad del 

mente la cosa con independencia del destino ulterior, su estimación no 
prejuzga la generosidad de Jos fines que con su acción se propone el sujeto, 
por lo que la atenuante 7.ª es perfectamente aplicable a los delitos contra 
la propiedad» (cp. cit., pág. 84). El error, en mi opinión, consiste en que el 
ánimo de lucro que el Tribunal Supremo considera incompatible con la 
apreciación de la atenuante no es aquel que, como elemento subjetivo de 
lo injusto, se exige en algunos delitos (en especial en delitos contra la 
propiedad, como es sabido), y que como tal elemento subjetivo de lo injusto 
forma parte del tipo delictivo realizado, y que por tanto queda al margen 
de los móviles que han de ser sometidos a consideración para apreciar la 
atenuante en los supuestos en que se haya cometido uno de estos delitos; 
en realidad el ánimo de lucro al que alude el Tribunal Supremo es un 
móvil más de los varios que concurren en el proceso de motivación previo 
a la acción delictiva, y que no se exigen para la formación del tipo (si se 
exigiera, dejaría automáticamente de ser tenido en cuenta para la apreciación 
de la atenuante). Una prueba de lo que digo reside en que en ninguna de 
las 11 Sentencias en que el Tribunal Supremo ha estimado incompatible el 
ánimo de lucro, o el interés propio, con la atenuante, se ha tratado de un 
delito de los que exigen el ánimo de lucro como elemento subjetivo de lo 
injusto. 

(152) Sentencia 20-11-76 R. 4864, entre otras. 
(153) Sentencias 15-10-48 R. 1198, 21-10-48 R. 1330, 19-10-67 R. 4637, 2-12-75 

R. 4632, 20-11-76 R. 4864. 
(154) Sentencias 13-6-55 R. 1820, 9-6-67 R. 3145, 6-11-72 R. 4768, 7-3-74 R. 1225. 
(155) CÓRDOBA RODA, op. cit., pág. 497; ÜUINTANO RIPOLLÉS, Comentarios ...• 

op. cit., pág. 183; LUZÓN DOMINGO, op., cit., págs. 327-328; HUERTA TOCILDO, op. 
cit., pág. 78. 

(156) BERNAL FERRERO, op. cit., pág. 78, dice que el juez «ha de examinar el 
caso en su concreta realidad, desprendiéndose de todo prejuicio, pues tam­
bién los delitos que aparecen social y moralmente más atroces y repugnan­
tes, pueden ser determinados en el caso concreto, por motivos de valor 
moral». 

(157) MANZINI, op. cit., volumen 11, pág. 225; MALINVERNI, Circostarzze del 
reato, op. cit., pág. 87; PANNAIN, op. cit., pág. 562. 
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delito cometido. Aun haciendo la salvedad de que la doctrina es­
pañola no alude, como hace la jurisprudencia, en mi opinión in­
correctamente, a «contenido de clara equivalencia», sino que se 
queda en una más modesta exigencia de «cierta proporcionali­
dad» (158), no se puede negar el valor que posl"e a la tesis italia­
na. En mi opinión, el argumento que subyace tras ella es el de 
que si al Derecho penal le incumbe la tarea de protección de los 
bienes vitales fundamentales del individuo y la comunidad (159), 
una apreciación, meramente objetiva (añado yo), del criterio de 
la proporcionalidad termina por llevar a una inoperatividad de la 
atenuante, ya que con dificultad se darán casos en los que el bien 
jurídico protegido en el delito que se comete no merezca con 
toda evidencia una consideración mucho más elevada que el mó­
vil que impulsó a realizar Ja acción, no resistiendo la compara­
ción (con un mismo punto de referencia para ambos términos de 
ella, los criterios sociales), la formulación de un juicio de propor­
cionalidad en la gran mayoría de los casos (en todo caso, tal ate­
nuante quedará por esta razón excluida de aplicación. en delitos 
cuyo bien jurídico protegido sea, por ejemplo, la vida) (160). 

Esta es una de las razones, además del int>?nto, perceptible a 
lo largo de todo este trabajo, de dar una estructura de la atenuan­
te fuertemente vinculada a las condiciones personales del sujeto 
(si bien no llegando a incluir casos de autor por convicción que 
considero quedan al margen de esta atenuante), que me llevan a 

(158) Vid. CÓRDOBA RODA, op. cit., pág. 497; QUINTANO RIPOLLÉS, Comenta­
rios .. ., op. cit., pág. 183. 

(159) Vid. CEREZO MIR, op. cit., pág. 11. 
(160) Todo ello supuesto que nos encontramos en una situación jurídica 

tal que los bienes jurídicos protegidos por los delitos en ese momento se co­
rresponden en gran medida con los bienes vitales fundamentales según las 
concepciones sociales dominantes. Es evidente que si tal situación no se 
produce, la atenuante desempeñará el papel de correctora parcial de las dis­
cordancias que se produzcan t:ntre las concepciones sociales efectivamente 
vigentes y los textos legales en vigor: Esta función de la atenuante ha sido 
insistentemente recalcada por HUERTA Tocrwo (op. cit., pág. 71-72, 78, 80, 83, 
85), y estoy en líneas generales de acuerdo con ella. Sin embargo, no se 
puede limitar la función de la atenuante a un papel de elemento corrector 
en sociedades poco democráticas (pues falta de flexibilidad en el ejercicio 
de la democracia supone al fin y al cabo la tardanza en plasmarse en textos 
legales las opiniones de la mayoría), con ser ésta una función importante. 
Por encima de tal planteamiento, y abarcándolo dentro de sí, la atenuante 
supone la constatación de un conflicto psíquico entre dos valores sociales; 
el que uno de ellos, el protegido por el tipo delictivo, esté desvalorado 
claramente o ya no sea tal valor social en el momento de producirse el con­
flicto psíquico, es un argumento más a favor de la apreciación de la ate­
nuante supuesto que tal tipo delictivo se ha de aplicar a pesar de no tener 
base social; pero la atenuante no contempla sólo tales casos, abarca igual­
mente aquellos otros en que se produce un conflicto psíquico en el sujeto 
al encontrarse con dos valores sociales con plena vigencia social ambos, 
tanto el que expresa el móvil como el que expresa la existencia del tipo de­
lictivo. 
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discrepar del modo cómo se viene entendiendo el requisito de la 
proporcionalidad (161). 

En mi opinión, hay que apartarse de una interpretación obje­
tiva del criterio de la proporcionalidad. El juez ha de realizar 
el juicio de proporcionalidad en función, no de una comparación 
entre ambos contenidos valorativos según como él cree que los 
entienden las concepciones sociales dominantes, que llevaría casi 
siempre a los resultados antedichos, sino en función del dilema 
que se le ha planteado al sujeto, y cómo ha resuelto tal dilema el 
sujeto. Es decir, examinará el juez si el sujeto considera que el 
móvil moral, altruista o patriótico tiene el suficiente valor como 
para guardar proporción con la acción delictiva realizada y el 
consiguiente bien jurídico con ella atacado. Si el sujeto, utilizan­
do los criterios sociales (162) considera que .hay c.ierta propor­
ción, se apreciará la atenuante. De lo contrario, si el sujeto reali­
za la acción delictiva siendo consciente de que no se da tal pro­
porcionalidad, no. El juez, por tanto, se pronuncia sobre la pro­
porcionalidad a partir del análisis de la situación personal del 
sujeto, y de los resultados a que éste ha llegado a través de su 
manejo de los criterios sociales. 

Al margen de los dos elementos hasta ahora vistos, que esti­
mo han de formar parte del juicio sobre la notoria importancia, 
hay otros requisitos que se han venido exigiendo dentro de tal 
término, y que, a mi entender, son superfluos. 

Entre ellos destaca la frecuente alusión por parte de la doc­
trina (163), y ocasionalmente por la jurisprudencia (164), a la re­
levante significación que los motivos, en lo rehüivo a su morali­
dad, altruismo o patriotismo han de poseer. Tal exigencia de rele­
vancia, de trascendencia, asignada al término «notoria importan­
cia» y referida a la calificación de los motivo<; me parece, como 
digo, innecesaria. 

(161) Este requisito de la proporcionalidad se ve seriamente afectado en 
todo caso, por la crítica que acabo de hacer (al menos en mi opinión); por 
lo que en realidad, reducidos los casos en los que se da proporcionalidad a 
aquellos en los que el bien juridico protegido en la acción delictiva realizada 
ha perdido todo o gran parte de su arraigo en las concepciones sociales vi­
gentes sobre lo que sean bienes vitales fundamentales necesitados de pro· 
tección jurídico-penal, y a aquellos pocos en que el móvil puede resistir la 
comparación con el bien jurídico protegido basándose en pautas valorativas 
sociales, lo verdaderamente procedente sería prescindir de tal requisito de 
proporcionalidad, a semejanza de la doctrina italiana. Sin embargo, antes 
de llegar a tal solución, lo que ahora expongo supone un último esfuerzo 
para dotarle de mayor contenido a este requisito, fundamentado sustancial­
mente en dar cabida en él a los casos de error en el uso de los criterios so­
ciales respecto a la proporcionalidad. 

(162) Que puede manejar, como hemos dicho, de modo equivocado, por 
error. Vid. además, infra, págs. 128-129. 

(163) Vid. CÓRDOBA RODA, op. cit., pág. 497; RODRÍGUEZ DEVESA, op. cit., pá­
gina 612; FERRER SAMA, op. cit., pág. 312; CUELLO CALÓN, op. cit., pág. 566; 
HUERTA TOCILDO, op. cit., pág. 78; LUZÓN DOMINGO, op. cit., pág. 327. 

(164) Sentencias de 20-11-76 R. 4864, 10-12-76 R. 5294. 
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En primer lugar, porque la misma conceptuación de un móvil 
como moral, altruista o patriótico ya exige el requisito de la plau­
sibilidad, elemento que trata de restringir el :ímbito de aplica­
ción de la atenuante a móviles no sólo no opuestos a las con­
cepciones sociales dominantes, sino además plausibles, valiosos 
desde tal punto de vista (165). 

En segundo lugar, porque la repercusión que el término «no­
toria importancia» supone, no ya para el concepto de «motivo», 
sino para el de «moral, altruista o patriótico», viene dada a tra­
vés de la exigencia de proporcionalidad, ya vista. En tal sentido, 
esa relevancia o importancia a que aluden la doctrina y la juris­
prudencia se ha de entender (166) en el sentido de que el conte­
nido valorativo que adjetiva a tales móviles ha de poder soportar 
en cierta medida la comparación con el bien jurídico protegido 
por el delito cometido. Considero que ésta ha de ser la única re­
percusión de la notoria importancia en la moralidad, altruismo o 
patriotismo de los móviles (167). 

Constituido el requisito de la <<notoria importancia» por los 
dos elementos aludidos, el de predominio del móvil moral, al­
truista o patriótico frente a los demás móvile5 concurrentes en 
la acción, y el de proporcionalidad entre el carácter valioso del 
móvil objeto de apreciación en la atenuante, y el bien jurídico 
protegido en el delito cometido con ese móvil. está claro que, 
configurado el requisito de la proporcionalidad como lo he he­
cho, considero relevante el error del sujeto, tanto en cuanto a la 
existencia de proporcionalidad entre un auténtico motivo moral, 
altruista o patriótico, y el bien jurídico protegido, como en lo re­
lativo a la existencia de proporcionalidad entre un motivo erró­
neamente calificado como moral, altruista o patriótico, y el bien 
jurídico protegido. Si el sujeto, pese a saber que no se da la pro­
porcionalidad, delinque ese es otro problema: No se apreciará 1a 
atenuante por no darse un requisito de ella. 

En relación al error del sujeto relativo a si r-l móvil moral, al­
truista o patriótico ha sido el determinante en la motivación que 

(165) Vid CóRDOBA RODA, op. cit., pág. 493, en relación al motivo moral, 
e indirectamente, dada su postura de equiparación entre los tres términos, 
a los otros dos. 

(166) Aparte de lo dicho en el párrafo inmediatamente anterior. 
(167) Aún se citan otros elementos como exigidos dentro de la notoria 

importancia, así, «la utilidad social» conseguida, a que remite QurNTANO, 
Comentarios ... , op. cit., pág. 183; o el «beneficio humano indudable» a que 
aluden las sentencias de 19-1~7 R. 4637, y 20-11-76 R. 4864, elementos que 
están muy vinculados al criterio de la proporcionalidad, entendida objetiva­
mente, y, que por tanto, debido a mi propuesta de interpretación del re­
quisito de proporcionalidad, no los estimo dignos de consideración. 

La doctrina italiana alude también a que no se ha de apreciar la ate­
nuante a quien actúa a consecuencia de un situación ilícita, a la cual 
el mismo sujeto había dado causa, pero sí cuando el motivo era extraño 
a la situación ilícita, vid. SANTORO Manuale ... , op. cit., pág. 496, y MAGGIORE, 
op. cit., pág. 513. 
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precedió a la acción, hemos de precisar ante todo que las moti­
vaciones inconscientes han .de quedar fuera de la consideración 
de esta atenuante. Para llegar a tal conclusión me remito a lo ya 
dicho al hablar del concepto de motivo (168), y en especial al he­
cho de que el motivo, como elemento psíquico susceptible de con­
sideración aislada, y con contornos delimitables, si ya en el cam­
po de la consciencia presenta graves problemas de configuración, 
al incluirse en el ámbito de lo inconsciente deja de existir como 
tal propiamente, pasando a formar parte de un complejo de fe­
nómenos psíquicos que han de considerarse de un modo conjunto 
y no aislado, y que en último término no es otra cosa que el ca­
rácter y la personalidad. Pues bien, el sujeto se encontrará en un 
determinado momento del proceso de formación de su voluntad, 
en el plano de la consciencia, con un determinado cuadro de mo­
tivos ante sí, cada uno de los cuales poseerá una determinada in­
tensidad (169). Para satisfacer las exigencias de la atenuante es 
preciso que el móvil moral, altruista o patriótico sea el predomi­
nante de entre todos ellos. En tal sentido, ¿puede darse relevan­
cia el error del sujeto sobre tal extremo? Estimo que no. El sujeto, 
a diferencia de los otros supuestos en los que hemos admitido 
el error (error sobre los hechos que sirven de base a los móvi­
les, error sobre el uso de los criterios sociales respecto a lo que 
sea moral, altruista o patriótico, error sobre el uso de los crite­
rios sociales relativos a la proporcionalidad entre el móvil valio­
so y el bien jurídico protegido) no ha de acudir al uso de pautas 
externas a él mismo (como ocurría cuando tenía que atender a 
hechos externos o a criterios sociales), para determinar el inte­
rrogante en cuestión. Tampoco se exige que acuda a una valora­
ción de elementos psíquicos no identificables a través de una in­
trospección normal, como podría ser el caso de los contenidos 
inconscientes, pues éstos quedan al margen de la atenuante de 
un modo directo, incidiendo en ella sólo indirectamente a través 
de la especial intensidad con que pueden dotar a ciertos motivos 
conscientes (170). 

Si a ello añadimos el hecho de que el fundamento del juicio 
de menor reprochabilidad de la atenuante radica en el conflicto 
psíquico producido por la contraposición de dos impulsos valio­
sos (el que lleva a la realización del móvil moral, altruista o pa­
triótico, y el que mueve al respeto al bien jurídico protegido en 

(168) Vid. supra, págs. 98-101. 
(169) Indudablemente, más de uno de esos diversos motivos conscientes 

que se someten a la consideración del sujeto poseerán probablemente una 
carga psíquica desproporcionada, en relación con el contenido consciente 
representativo que poseen, lo cual indicará que bajo tales contenidos cons· 
cientes se cobijan probablemente contenidos iuconscientes. 

(170) Así, si ciertos contenidos inconscientes cobijados en un motivo 
consciente dan a éste una intensidad tal que pasa a ser el predominante, lo 
que se exige es que el sujeto sepa identificar a tal motivo consciente como 
el predominante, pero no que sepa cuáles sean los contenidos inconscientes 
situados tras él, y que lo elevan a tal categoria. 

9 
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ef delito· en cuestión), lo que a su vez implica un proceso de de­
liberación previo en el que se ponderan todos los impulsos cons­
cientes concurrentes y las diversas alternativas de realización' de 
ellos, el que el sujeto, pese a no tener que acudir a ninguna ins­
tancia, ni ajena a él, ni propia pero inconsciente, incurra en un 
error sobre cuál sea el móvil predominante implica en gran me-· 
dida una ausencia del proceso de deliberación, que constituye el 
núcleo en el que se basa el ulterior juicio de menor reprocha­
bilidad. 

XI. INCOMPATIBILIDADES 

Pannain y Córdoba estiman que la atenuante 7.ª resultará in­
compatible con -la eximente incompleta de enajenación, «en la. 
medida en la que la perturbación psíquica peculiar de ésta última 
transtorne el proceso de motivación del agente», en palabras de. 
este último (171). 

La sentencia 21-II-47 (R. 277), estimando que incidían sobre 
los mismos hechos, apreciada la eximente incompleta basada en 
el artículo 8, núm. 11, consideró incompatible con ella a la ate­
nuante séptima. 

Sin duda influidas por la regulación de esta atenuante en el 
Código de 1928 (172), las sentencias 28-III-47 (R. 518), 14-X-49• 
(R. 1191) y 30-X-64 (R. 4570) afirman la incompatibilidad de esta 
atenuante con la de arrebato u obcecación e incluso con las de 
provocación y vindicación de ofensa. Sin embargo. la doctrina 
ha venido insistiendo en que son compatibles (173). Por otro lado, 
se ha afirmado indirectamente su compatibilidad al insistirse en 
que la atenuante 7.ª no exige un estado emocional (174). Por mi 
parte, creo muy acertadas las precisiones hechas por Córdoba 
tanto respecto a la eximente incompleta de enajenación como en: 
relación a las atenuantes pasionales, habiéndose de analizar los. 
supuestos uno a uno (175). Ha sido una postura generalmente ad­
mitida, tanto en España como en Italia, la que expresa la compa-

(171) Vid. PANNAIN, op. cit., págs 565 y 385; CóRDOBA RODA, op. cit., pág. 499. 
(172) Vid. supra pág. 94. 
(173) Vid. Ül'INTANO RIPOLLÉS, Curso ... , op. cit., pág. 424; HUERTA TOCILDO, 

op. cit., pág. 85. Esta última recoge la interesante salvedad realizada por 
CóRDOBA RODA, op. cit., pág. 500, relativa a la incompé'tibilidad en los casos 
en que «para apreciar la atenuante 8.• se exija un propio trastorno de las 
facultades psíquicas que pueda alterar el proceso de motivación del agente». 

(174) Así, sentencias de 28-1-70 R. 781 y 9-2-73 R. 656, y CóRDOBA RODA, op .. 
cit., págs 497-498; ANTÓN ÜNECA, op. cit., pág. 341; PUIG PEÑA, op. cit., pág. 318 .. 
QurNTANO RrPOLLÉS, La motivación ... , op. cit., pág. 413; FERRER SAMA, op. cit.,. 
página 311; CUELLO CALÓN, op. cit., volumen II, pág. 565. Si bien en estos. 
casos se afirma que la atenuante 7.ª no exige estado emocional, pero no se 
dice nada en relación a si tal atenuante se puede apreciar con un estado. 
de arrebato u obcecación concurrente. 

(175) Vid. supra y nota 173. 
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tibilidad entre la atenuante de motivos· morales. y la premedita­
ción (176). 

Respecto a la afirmación de Huerta de que la atenuante 7.ª es 
incompatible con toda agravante que implique una mayor perver­
sidad en el sujeto activo en base al criterio de la proporcionali­
dad (177), la estimo discutible. Ante todo, la referencia a la per­
versidad del sujeto es, en mi opinión, confusa: prueba de ello es 
que las dos circunstancias con las que ejemplifica no son, a mi 
entender, idénticas, pues la primera (alevosía) supone una agra­
vación de lo injusto, y la segunda (el ensañamiento) una agrava­
ción de la culpabilidad. Por otro lado, el que aparezcan circuns­
tancias, puestas en acción por el sujeto, que agraven lo injusto o 
la culpabilidad en relación con la acción delictiva, no obsta a 
que, en principio, puedan coexistir tales circunstancias con la 
motivación moral. No hay que olvidar que ésta, aun conectada 
necesariamente a la acción delictiva, alude a unos impulsos y un 
fin valiosos que trascienden a las circunstancias que rodean a la 
comisión de la acción delictiva, medio, esta acción, para un fin 
valioso. Habrá que ver caso por caso, averiguando si las estruc­
turas de alguna de las agravantes y la de la atenuante de motivos 
morales se superponen en cuanto a su contenido, o bien añade la 
agravante elementos tales que desequilibran el juicio de propor­
cionalidad, aun realizado por el sujeto. 

Es también criterio general el de que la ateauante no se apre­
cia en los tipos que han sido ya privilegiados en función de un 
móvil valioso (178), siendo frecuente aludir a los artículos 410 y 
414, así como al 318. Respecto a este último hay una amplia juris­
prudencia que niega sistemáticamente la apreciación conjunta 
del 318 y de la atenuante 7.ª, con la excepción de la sentencia 
2-VI-55 (R. 1786) (179). 

XII. APLICACION DE LA ATENUANTE EN LOS DIVERSOS 
TIPOS DELICTIVOS 

Es propósito de este apartado el estudiar la aplicación real de 
la atenuante y más en concreto, ofrecer una panorámica de cuá­
les sean los tipos delictivos en los que se viene aprecianJo con 
frecuencia (180). 

(176) Vid. CÓRDOBA RODA, op. cit., pág. 500; FERRER SAMA, op. cit., págs.380-
381; ÜUINTANO RIPOLLÉ3, Comentarios ... , op. cit., pág. 183; HUERTA TOCILDO, op. 
cit., pág. 84, con la bibliografía sobre este tema citada por esta última autora. 

(177) HUERTA TOCILDO, op. cit., pág. 84. 
(178) Vid. CóRDOBA RODA, op. cit., pág. 500; QurNTANO RIPOLLÉS, Curso .. ., 

op. cit., pág. 425; HUERTA TOCILDO, op. cit., pág. 82. 
(179) Vid. infra, pág. 132 y nota 187. 
(180) Con todo, es un análisis jurisprudencia! en el que me limito a clasi­

ficar los tipos delictivos en relación con los cuales se ha exigido su aplicación, 
pero no desciendo al estudio de las motivaciones concretas de cada caso de 
las que se puede predicar o no su carácter valioso. 
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En primer lugar, diremos que desde 1944, año en que apareció 
la atenuante, hasta 1977, el Tribunal Supremo se ha pronunciado 
sesenta veces sobre la procedencia o no de esta atenuante, y su 
analógica. De todas ellas, sólo en diecisiete ocasiones ha aprecia­
do la atenuante frente a cuarenta y tres en que no lo ha hecho. 

De estos diecisiete casos en que se apreció, destaca un grupo 
de sentencias que hacen referencia a una misma conducta, con 
pequeñas variantes, y que constituyen una chra mayoría, pues 
son once sobre el total de diecisiete. Son casos de falsedades do­
cumentales, en los que, por lo general, se pretende la inscripción 
de hijos como legítimos, cuando en realidad son naturales, o bien 
ni siquiera propios (181). A todo este grupo relativamente- nume­
roso de sentencias se han de añadir cuatro más en las que el 
Tribunal Supremo, refiriéndose a una conducta similar a las an­
teriores, no ha apreciado la atenuante 7.ª por considerarla incom­
patible con la atenuación del artículo 318, que sí aprecia (182). 

Sólo quedan ya, como casos en que se ha apreciado la ate­
nuante, seis sentencias, de malversación de caudales públicos 
(S. 17-IV-64, R. 2002), estafa (4-XII-65, R. 5507), apropiación inde­
bida (28-V-74, R. 2438), injurias (28-1-70, R. 781), incendio (25-XI-55, 
R. 3030), y aborto (23-III-53, R. 490). Como se ve, tipos delictivos 
muy dispares (183). Frente a este reducido, y muy localizado, gru­
po de sentencias en que se apreció la atenuante, el número de sen­
tencias en que el Tribunal Supremo se pronunció por su no apre­
ciación es mucho mayor, si bien también se concentran en determi­
nados temas. Un bloque de sentencias en que no se ha apreciado 
reiteradamente lo constituyen los supuestos de aborto (incluso, en 
algún caso, infanticidio), en los que se ha denep,ado la apreciación 
de la atenuante cuando se ha pretendido su aplicación a los extra­
ños partícipes que, como es sabido, según el Tribunal Supremo y 
buena parte de la doctrina, no se pueden incluir en los tipos ate­
nuados. En este sentido, frente a trece sentencias en que se ha ne-

(181) Sentencias de 31-5-46 R. 676, 31-12-47 R. 72, 8-3-50 R. 632, 15-10-51 R. 2193, 
9-7-53 R. 1870, 2-6-55 R. 1786, 5-6-56 R. 2054, 12-6-63 R. 2963, 17-4-64 R. 1995, 31-10-69 
R. 5215, 6-12-76 R. 5267. 

(182) Sentencias de 8-11-52 R. 2003, 4-10-57 R. 2636, 13-4-65 R. 1779, 24-1-74 
R. 268. La Sentencia 2-6-55 R. 1786, ya citada, aprecia al mismo tiempo el 
artículo 318 y la atenuante 7.a. 

(183) Es interesante hacer notar igualmente la relativa frecuencia con que 
en los casos en que se ha apreciado la atenuante, ésta ha sido considerada 
como muy cualificada, nada menos que en 8 de 17. Tan alto número indica dos 
cosas, por un lado que tal atenuante se aprecia en supuestos de una gran 
evidencia, tan grande que lleva al Tribunal Supremo a considerarla a menudo 
como muy cualificada. Por otro lado, y dentro de los casos incluidos en false­
dades documentales, la apreciación como muy cualificada aun asemeja más 
los resultados, en cuanto a rebaja de pena, entre la atenuante 7.ª y el ar­
tículo 318. Se aprecia como muy cualificada en Sentencias de 31-12-47 R. 72, 
15-10-51 R. 2193, 9-7-53 R. 1870, 17-4-64 R. 1995, 6-12-76 R. 5267, 17-4-64 R. 2002, 
28-5-74 R. 2438, 25-11-55 R. 3030. 
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gado la apreciación de la atenuante a personas no incluidas en el 
410 ó 414, sólo hay uno en que se apreció, ya citada (184). 

Otro grupo de sentencias en que se ha denegado la apreciación 
de la atenuante se relaciona con planteamientos políticos, en es­
pecial, con delitos de asociación ilícita y propaganda ilegal. Son 
siete (185). 

Otro conjunto de sentencias está constituido por conductas 
que se han tipificado como delitos contra las personas. Son diez 
casos en que no se ha apreciado (186). Están excluidos de este 
grupo los casos de aborto, ya vistos. 

Aún quedan seis sentencias en las que, siendo falsedades docu­
mentales, no se aprecia la atenuante por diversas razones (187). 

Nos restan ya sólo tres sentencias en que no se ha aplicado la 
atenuante 7.ª: Una de injurias, otra de desobediencia grave y, fi­
nalmente, otra de robo (188). 

(184) Sentencia de 23-3-53 R. 490, en la que no se apreció la atenuante 7.ª, 
sino la analógica. Frente a ella, las Sentencias de 30-1-48 R. 198, 5-2-55 R. 402, 
13-6-55 R. 1820, 9-11-57 R. 2960, 14-2-04 R. 1075, 25-11-64 R. 5238, 7-2-66 R. 624, 
19-10-67 R. 4637, 4-6-68 R. 2783, 5-12-69 R. 5828, 6-11-72 R. 4768, 7-3-74 R. 1225, 
2-12-75 R. 4632. Es digno de destacar cómo, al observar el precedente de la 
Sentencia 23-3-53 en que se apreció la atenuante analógica, en las sentencias de 
fecha posterior se insiste con frecuencia por la defensa en la apreciación 
de, no ya la atenuante 7.', sino la analógica: 5-2-55, 9-11-57, 14-2-64, 7-2-66, 4-6-68, 
2-12-75. . 

La postura doctrinal sobre este problema está íntimamente ligada a las 
diversas opiniones sostenidas sobre la comunicabilidad de las circunstan­
cias que se encuentran en la Parte Especial formando tipos atenuados o agra­
vados. Según la tesis sostenida sobre tal problema, la posible aplicación de la 
atenuante 7.ª recae sobre supuestos diversos. Así, por ejemplo, desde la tesis 
de la opinión dominante sobre la aplicación del artículo 60 a estos casos, 
abogan por la aplicación de la atenuante 7.' a los partícipes extraños de un 
delito de aborto a los que no es aplicable el tipo atenuado, CóRDOBA RODA, 
op. cit., pág. 500, y HUERTA TOCILDO, op. cit., pág. 82. Asimismo, GIMBERNAT, en 
basq a la otra tesis sostenida sobre el artículo 60 en estos casos, afirma la 
aplicación de la atenuante 7.• a la madre partícipe en la muerte de sti hijo 
recién nacido por un extraño, autor en sentido estricto, habiendo de ser 
castigada como asesina, con tal ~tenuante; GIMBERNAT ÜRDEIG, Enrique, Autor y 
cómplice en Derecho Penal. Universidad de Madrid, Facultad de Derecho, 
Sección de Publicaciones e Intercambio, Madrid, 1966, págs. 283-287. Es evi­
dente que todo este problema requiere uri estudio más detenido que el que 
ahora hacemos; baste señalar cómo la doctrina no parece tener escrúpulos 
para la aplicación de la atenuante 7.ª en estos casos, al contrario que la ju­
risprudencia. 

(185) SS. de 23-2-63 R. 432, 26-3-63 R. 1474, 27-1-65 R. 208, 6-11-69 R. 5248, 
6-11-72 R. 4769, 9-7-73 R. 3042, 27-10-73 R. 3985. 

(186) SS. de 28-9-45 R. 1108, 18-12-45 R. 1398, 21-2-47 R. 277, 28-3-47 R. 518, 
13-5-49 R. 666, 14-10-49 R. 1191, 20-10-50 R. 1428, 10-3-52 R. 405, 30-10-64 R. 4570 y 
10-12-76 R. 5294. Las de 28-3-47 y 30-10-64 no aprecian la atenuante 7.ª por ser 
incompatible con la 8.', sin más razonamientos. 

(187) SS. 6-6-58 R. 2011, 2-12-59 R. 4255, 9-6-67 R. 3145, 23-9-69 R. 4147. Y 
15-10-48 R. 1198 y 21-10-48 R. 1330, en que entre otros razonamientos se alude 
también a su incompatibilidad con el artículo 318. Por otro lado, la de 9-6-67 
en realidad es un delito de suposición de parto, pero por la gran similitud 
que muestra la' conducta realizada con la mayoría de SS. citadas como fal· 
sedad documental, la incluyo aquí. 

(188) SS. 5-2-58 R. 340, 9-2-73 R. 656, 20-11-76 R. 4864. 
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Las conclusiones a obtener de todo lo visto son claras: Los ti­
pos de falsedades documentales constituyen el núcleo básico en 
donde se desenvuelve la atenuante en la práctica jurisprudencia!. 
Así, las sentencias referidas a falsedades docum<!ntales suponen el 
35 por 100 de todos los casos en que se ha sometido a considera­
ción la apreciación de la atenuante, porcentaje que sube nada me­
nos que al 64 por 100 si nos referimos a las veces en que la ate­
nuante se ha apreciado. 

Además, hay otros dos temas en los que la jurisprudencia in­
siste una y otra vez en que no puede apreciarse la atenuante, los 
supuestos de delitos contra las personas, con especiai referencia 
a los casos de participación de extraños en aborto, que totalizan 
nada menos que 24 sentencias (habiéndose apreciado la atenuante 
en un solo caso) (189), y los tipos de asociaciones ilícitas y propa­
gandas ilegales. 

Entre estos tres grupos de sentencias, con independencia de si 
se aprecia o no la atenuante, se incluyen cincuenta y dos de los 
sesenta casos en que hasta ahora se ha sometido a discusión la 
apreciación de la atenuante, esto es, el 86 por 100. 

Sin embargo, curiosamente, pese a que las falsedades documen­
tales superan al 60 por 100 de casos en que se apreció la atenuante, 
su uso no era preciso en tales supuestos por existir el artículo 318, 
específicamente destinado a falsedades, que posibilita una atenua­
ción equivalente a la obtenida a través de la atenuante genérica 
apreciada como muy calificada y bajando en un grado (190). 

XIII. PROPUESTAS DE «LEGE DATA» Y «LEGE FERENDA» 

Propuestas de «lege data» 

l. En el análisis referido al motivo que ha de ser tomado en 
consideración para la apreciación de esta atenuante considero que 
se ha de acudir sólo a la motivación consciente. Dado que concu­
rren varios motivos a un mismo nivel en la generalidad de los ca­
sos, el motivo objeto de apreciación por la atenuante ha de ser el 
móvil predominante. En cuanto a la problemática presentada por 
el retroceso continuo de un móvil a otro más profundo en el que 
el primero se apoya, y así sucesivamente, quizá la solución resida 
en descender hasta el nivel consciente más profundo pero sin caer 
en las motivaciones inconscientes. 

2. Sólo incluyendo a la atenuante 7 .ª en la reµrochabilidad pue­
de ser entendido correctamente su significado. 

(189) Vid. lo dicho supra, pág. 126, al hablar de que el criterio de la pro­
porcionalidad conduce a la exclusión de la aplicación de esta atenuante en 
los casos en que el bien jurídico protegido sea la vida. 

(190) Vid., además, nota 183 respecto a la frecuente aplicación de la ate­
nuante 7.• como muy cualificada. 
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3. En cuanto al calificativo de «moral» referido al motivo. se 
1e ha de atribuir en base a pautas de referencia sociales, no perso­
.nales, ni en base a planteamientos ideales. En concreto, en función 
de las concepciones sociales dominantes sobre !ü que sea valioso 
desde el punto de vista de la ética social vigente. criterio éste que 
admite soluciones alternativas en supuestos aislados en base · a 
fos criterios de una sociedad tolerante. Son inadmisibles las refe­
rencias a los intereses del. Estado. 

4. · El móvil «altruista» 'se ha de concretar en cada caso en base 
;a criterios con referencia social, y más en concreto, en función de 
las concepciones sociales dominantes sobre lo que sea altruismo 
en un momento histórico determinado. 

5. Lo mismo que respecto al móvil altruista podría decirse res­
pecto al móvil «patriótico». Hay que añadir además que el móvil 
político no es encuadrab°le en el contenido conceptual del móvil 
'Patriótico; del mismo modo, una consideración global de la atenuan­
te induce a pensar que, de acuerdo a la voluntad de la ley, no 
-está justificáda la introducción de los móviles políticos en los al­
truisfas, pese a que conceptualmente no habría problemas la ma­
yor parte de las ocasiones (191). 

6. La atenuante 7.ª se incluye claramente en el artículo 60, pá­
rrafo 1; lo que no obsta para que, dada su naturaleza y significa­
dón, haya de serle exigido el requisito del «Conocer». además del 
de «concurrir». 

·•Además de la relevancia dei error sobre los hechos que sirven 
de base a los móviles de su actuar, el requisito del «Conocer», así 
como los modernos planteamientos doctrinales sobre el error en 
las circunstancias, mueven a afirmar la reievancia del error tam­
bién sobre la calificación de los motivos como morales, altruistas 
o patrióticos. · 

7. El requisito «de notoria importancia» introduce dos criterios 
fundamentales: Por un lado, la puesta en relación de tal e'xigencia 
·con el concepto de «motivo», obteniendo así un apoyo legal la 
propuesta antes hecha de que el móvil de la atenuante ha de ser 
-el predominante eri la acción; ello no obsta a que puedan concu­
rrir otros motivos, entre los cuales puede estar el de la compla­
•cencfa o interés propio, o incluso lucro. 

(191) Cabría pensar en una interpretación restrictiva de la atenuante que, 
·aun reconociendo que los motivos altruistas y los patrióticos tienen un ámbito 
propio ajeno en ocasiones al de motivos morales, considerara que el motivo 
·altruista y el patriótico sólo serían apreciables si fueran abarcados por lo con­
siderado valioso desde el punto de vista de la ética wcial vigente, esto es, 
si se incluyeran en el motivo moral, reconociendo así en parte el frecuente 
Teproche que se ha venido haciendo a la atenuante de que es redundante en 
su formulación. 

Sin embargo, ello vendría a suponer el dar el monopolio a la ética social 
·vigente en la determinación de las motivaciones socialmente valiosas, en de· 
trimento de otras motivaciones igualmente dignas de aprecio, si bien no in· 
cluidas en la ética social vigente, por lo que no considero conveniente tal 
-restricción. 
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'En segundo lugar, la notoria importancia alude a los califica­
tivos de los motivos, por medio de exigir una cierta proporciona­
lidad entre la valía del móvil, y el bien jurídico protegido en el tipo 
delictivo cometido; el error sobre tal extremo es relevante. No lo 
es, sin embargo, el error relativo a la preeminencia' del móvil de 
la atenuante respecto a los demás concurrentes. 

8. Las atenuantes pasionales, o la eximente incompleta de ena­
jenación, pueden llegar a ser incompatibles con la atenuante de 
motivos morales en los casos en que la apreciación de aquéllas 
implique que se ha producido una alteración intensa en el normal 
proceso de motivación. 

Propuestas de «lege ferenda» 

1. Es ineludible hacer una nueva referencia a la problemáti­
ca suscitada por el concepto de motivo, ya que w insuficiente pre­
cisión conceptual, en especial tal como está formulada en la ate­
nuante 7.a, lo convierte a mi juicio en inidóneo para su uso en el 
Derecho penal. Su inidoneidad no deriva del concepto de motivo 
en sí, pues, como hemos visto, se puede llegar a una comprensión 
del motivo, abarcadora de sus aspectos energético y direccionat 
bastante satisfactoria. Sus insuficiencias se hacen patentes cuan­
do se considera al motivo desde un punto de vista dinámico, en 
su forma de operar: Es entonces cuando surgen los problemas 
derivados de la existencia de motivaciones inconscientes, enmas­
caradas por, o simplemente estando a un nivel más profundo que, 
las conscientes; la solución propuesta de reservar el concepto de 
motivo sólo para las motivaciones conscientes, es una solución 
parcial. Más evidentes parecen aún las dificultades provenientes. 
de la concurrencia de una pluralidad de motivos a un mismo ni­
vel, pues ni el rebajar la exigencia de apreciación de la atenuante 
a los casos en que un motivo de la atenuante meramente concu­
rra, entre otros, ni el elevar las exigencias hasta requerir que ef 
móvil de la atenuante sea el predominante, ofrecen resultados 
satisfactorios o fiables, como hemos visto en su lugar correspon­
diente. Y no hablemos ya del proceso lógico, con su correspon­
diente reflejo en los análisis empíricos psicológicos, que lleva de· 
un móvil más superficial a otro más profundo, en un retroceso· 
continuo, sin que haya razones para limitarnos ~ prestar atención 
al móvil inmediatamente anterior al dolo, o, ni siquiera, al últi­
mo móvil antes de penetrar en el campo de lo inconsciente. 

Estas claras deficiencias del concepto de motivo en la atenuan­
te 7.ª aparecen de un modo mucho menor en otros lugares del 
Derecho penal en los que se utilizan los móviles. Baste con aludir 
ahora, como ejemplo, a elementos tales como ánimo de lucro, <> 
ánimo de ocultar la deshonra. Estos móviles, incluidos en el tipo 
subjetivo de diversos delitos de la Parte Especial, aluden no sólo 
a motivos muy determinados sino que, y esto es aún más impor­
tante, están, podríamos decir, «naturalmente» vinculados a la ac-
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c10n típica en la mayoría de los casos, esto e<>, forman parte de 
situaciones estandarizadas, características. En tal sentido las di­
ficultades para precisar el motivo en cuestión son mucho meno­
res, al aparecer éste integrado en una situación muy propensa a 
que aparezca tal móvil, siendo su no aparición la excepción. Sin 
embargo, la no vinculación de la atenuante, al ser genérica, a un 
conjunto de hechos característicos, así como su formulación ex­
cesivamente general, derivada de los calificativos empleados para 
el concepto de motivo, dan lugar a un estado de la cuestión muy; 
distinto (192). 

¿Qué decisión tomar ante este problema? No vendrá mal re­
cordar la actitud, fácilmente constatable, de los psicólogos y cri-­
minólogos, que tienden a hablar siempre de motivación en gene-­
ral, de proceso de motivación, antes que de motivo como fenómeno• 
aislado (193), o bien la actitud del Bundesgerichtshof alemán que 
en alguna sentencia referida a la determinación de si se han dado 
los móviles bajos del artículo 211 ha razonado más en función de 
todo el proceso de motivación, que de un cierto tipo de motivos. 
aislados (194). 

En esta línea, me pregunto si, dado que el concepto de motivo• 
no cumple de un modo mínimamente aceptable la función para la 
que fue creada la atenuante, esto es, posibilitar la realización de­
un juicio de menor reprochabilidad basado en la motivación va-­
liosa del autor que delinque, y no la cumple, como ya hemos ex--

(192) Se me podría objetar que también hay otras atenuantes genéricas' 
que aluden a los motivos, como Ja S.ª y 6.ª, de provocación y de vindicación·_ 
de ofensa, en las que se crearía la misma situación insatisfactoria. Sin em­
bargo, en ambas, además de aludirse a supuestos muy concretos, se intro­
ducen referencias tales como «inmediatamente» o «próxima» que impiden la_ 
dispersión en la consideración de Jos móviles. 

En todo caso, tanto en las atenuantes como en las agravantes sería inte 
resante realizar una valoración de las circunstancias basadas en móviles. 

(193) Vid. lo dicho supra, pág. 95, así como la literatura psicológica y­
criminológica citada en este estudio, o cualesquiera otros autores en Psico­
logía y Criminología. 

(194) La decisión jurisprudencia! citada afirma: «Para juzgar si los mo-­
tivos del procesado son bajos, no puede separarse uno de sus elementos de 
la conexión con Jos otros y ser valorado por sí sólo, pues una tal valoración 
se referiría sólo a un elemento integrante, pero no, como es exigible, al 
motivo de matar en su totalidad. De acuerdo con ello, debe ser sometida 
a juicio la pluralidad de las representaciones y reflexiones actuantes en el' 
autor, en su conjunto, tal como ha devenido determinante eficaz, y­
con ello se ha de considerar especialmente, por medio de qué ha experimen­
tado la decisión de muerte su caracterización sustancial». Recogida en 
Goltdammer'.s Archiv für Strafrecht, 1974, pág. 370. En todo caso, nótese­
cómo resulta para la jurisprudencia alemana más fácil hablar de situaciones. 
motivadoras más amplias que de meros fenómenos aislados, en cuanto que· 
sus «Gesinnungsmerkmale» han sido concebidos como estados de ánimo, con 
definiciones que pretenden abarcar la total situación del autor ante la ac­
ción delictiva. Vid., en tal sentido, la definición de SCHMIDHAUSER, E., Gesin­
nungsmerkmale im Strafrecht, op. cit., en relación a todos estos elementos,. 
en págs. 217-223, y en referencia a los móviles bajos del artículo 211, en pá­
ginas 227-232. 



-1ss José Luis Díez Ripollés 

:puesto repetidamente, entre otras razones, por su carácter de ele­
.. mento psíquico aislado, estructura ésta que supone un grave in-
· conveniente para una indagación plena y completa de la verdadera 
.motivación del autor, ya que conlleva una artificiosa contraposi­
'ción y exclusión entre un sinnúmero de motivos que concurren. al 
mismo y a distintos niveles, en cada toma de decisiones, dificultad 
que se agrava al constatar que ni siquiera como estructura psíqui­
ca aislada y consciente (por no hablar de los contenidos inconscien­
·tes) es fácilmente delimitable, me pregunto, pues, si no sería de­
·seable la supresión de esta atenuante del catálogo de circunstan­
·cias modificativas del artículo 9 del Código penal. 

En mi opinión, esa sería la solución más acertada. En realidad, 
sin esta atenuante nos hemos pasado durante la vigencia de todos 
nuestros Códigos anteriores excepto, y con matices, el de 1928. Y 
con más razón aún si atendemos a los criterios jurisprudenciaies 
;utilizados en su aplicación, una vez que existe el artículo 318 (195). 

2. En todo caso, si la atenuante hubiera de ser mantenida sus­
'tancialmente tal como ahora, una reforma que estimo indudable 
,es la eliminación de la alusión al móvil patriótico. El término. sin 
·cuestionar, en principio, el carácter valioso de las motivaciones a 
·'Que alude, posee un evidente riesgo de distorsión y de favoreci­
·miento unilateral de determinadas opciones políticas en detrimen­
to de otras, pese a que, como hemos explicado (196), no están in­
cluidos los móviles políticos en su concepto, pues, con una mani­
·"fiesta desfiguración del concepto de patriotismo, ha sido muy fre­
cuente la atribución de tal carácter a aptitudes claramente parti­
·distas. 

¡Qué duda cabe de que esa era la voluntad del legislador en 
1944! No olvidemos además que el Tribunal Supremo nunca ha 
·apreciado la atenuante en base sólo a tal motivo (197). 

Por otro lado, no deja de ser discutible la enumeración de los 
-motivos considerados dignos de atenuación por parte de la ate-
-nuante. Ante todo, está el hecho, que ya hemos señalado, de que 
en la mayor parte de las ocasiones, aunque no siempre, lo altruista 
·y lo patriótico se incluirán en lo moral, con lo que se da, en una 
·gran medida, una redacción redundante. Pero es que, aun teniendo 
•en cuenta las motivaciones altruistas o patrióticas no morales. es 
-evidentemente caprichoso el que se hayan venido a elegir precisa-
-mente los motivos altruistas y patrióticos, y no otros igualmente 
-valiosos. Si lo que se pretende es realizar un juicio de menor re-
-prochabilidad que lleve a una rebaja de la pena en base a motiva-
ciones consideradas socialmente valiosas parece más lógico aludir 
a expresiones más genéricas, no limitadas a la moralidad, altruis-

(195) Vid. supra, pág. 134 e infra, pág. 139. 
(196) Vid. supra, págs. 112-113. 
•(197) Vid. supra, pág. 115 y nota 112. 
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mo y patriotismo (198). Bien es verdad que una formulación aún 
más genérica que las actuales agravaría más, si cabe, la situación 
en que ahora nos encontramos respecto a la excesiva indetermina­
ción conceptual de los calificativos de los motivos de la atenuante 
7.ª, pero así se evitaría una restricción arbitraria de los motivos 
considerados socialmente valiosos, a los altruistas y patrióticos, 
aparte de los morales, restricción que no tiene justificación atendi­
do el fundamento político-criminal de la atenuante. En realidad, la 
necesaria indeterminación de los calificativos de los motivos utili­
zados en esta atenuante, en cuanto que éstos no pueden estar refe­
ridos a situaciones de hecho muy características y determinadas 
por tratarse de una atenuante genérica, es un problema irresolu­
ble y en último término un argumento más en favor de la supre­
sión de la atenuante. 

3. El requisito de la proporcionalidad, que se estima incluido 
en la notoria importancia, y que en sus inicios fue una contribu­
ción jurisprudencial, estimo que debe desaparecer. Las razones va 
han sido aportadas en su lugar (199). Sin duda, ello deja al requi­
sito de la notoria importancia con un contenido referido exclusi­
vamente al concepto de «motivo», lo cual no es del todo satisfac­
torio, pero la solución no pasa por la exigencia del requisito de la 
proporcionalidad, sino por una nueva redacción de la atenuante, 
si no se aceptan las propuestas realizadas en el 1 de este subaparta­
do, en la que se elimine el término <cnotoria importancia» y se intro­
duzca algún otro término para exigir la preeminencia del móvil 
objeto de la atenuante, de entre todos los concurrentes. 

4. Si la tendencia jurisprudencia! ahora en vigor se mantuvie­
se, la pervivencia de esta atenuante tendría bien poco sentido, ya 
que la mayor parte de los casos, superior al 60 por 100, en que se 
ha apreciado, se ha tratado de falsedades documentales, y dentro 
de ellos, casi siempre de inscripciones como legítimos de hijos que 
son ilegítimos o ni siquiera propios. Para estos supuestos, sin em­
bargo, ya existe una atenuación específica en el Código, en el ar­
tículo 318, que sólo se verá superada en sus efectos cuando se 
aplique la atenuante 7.ª como muy cualificada( y se baje la pena en 
dos grados. 

(198) Como, por ejemplo, la atenuante del Código Penal italiano, que alu­
de a «motivos de particular valor moral o social». LATTANZI, l Codici Penali, 
op. cit., pág. 167. 

(199) Vid. supra, pág. 126 y notas 161 y 189. 





Las cárceles en Méjico y su evolución 

MARIA JOSEFINA CAMARA BOLIO 

INTRODUCCION 

Creo pertinente el hacer algunas breves aclaraciones, antes de 
abordar de lleno la descripción de los establecimientos penitencia­
rios femeninos en Méjico. En primer término, se precisa referir­
nos a la Historia «maestra de la vida», para después comprender 
cómo es que, a través del tiempo y de peculiares contextos, ha 
evolucionado la prisión en Méjico; finalmente, réstame afirmar 
que el señalamiento de lacras o defectos está ciertamente animado 
por un espíritu de crítica constructiva. En efecto, podemos decir 
con satisfacción legítima, que fue profunda la siembra y abundan­
te, sí, la cosecha; pero vale ahora repetir, con Machado, que el 
camino se hace al andar. 

Me referiré, por tanto, al concepto «prisión» y a sus funciones 
dentro de las sociedades Azteca y Maya, continuando con la época 
colonial, influida por la legislación emigrada de España, esto es, 
Las Partidas y la Novísima Recopilación, así como la legislación 
criolla que forma las Leyes de Indias. Después de una breve 
referencia al Tribunal de la Acordada, pasaremos a la época indepen­
diente. A continuación, los reglamentos de 1814, 1823 y 1833; suce­
sos importantes habidos en 1840, 1841y1843, así como un Decreto im­
portante también de 1848. Finalmente, hablaré de la antigua cárcel 
de Lecumberri y de los centros actuales, tanto para adultas como 
para menores infractoras, tratando de brindar un panorama a ni­
vel nacional. Este trabajo contiene también un señalamiento o 
listado de las principales legislaciones que se han elaborado so­
bre menores. 

EVOLUCION DE LAS CARCELES EN MEJICO 

Aztecas.-Para referirme concretamente a un Derecho peniten­
ciario azteca, aunque fuera sólo en esbozo, es necesario e impres­
cindible tocar el tema del Derecho penal, ya que la ciencia peni­
tenciaria guardé'. una estrecha relación con aquél y, en última 
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instancia, no es más que el espejo en el que se refleja la evolución 
social y jurídica de un pueblo. 

Vale decir que el Derecho penal azteca, como ya lo afirmó 
Kohler, es testimonio de severidad moral, de concepción dura de 
la vida y de notable cohesión política. El sistema penal era draco­
niano. Dentro de esa rigidez que fue característica esencial del 
«jus puniendi» en la sociedad azteca, no se explica la necesidad de 
una cárcel, más que, como ocurrió también en los pueblos del 
Oriente y en Roma, con función preventiva. En realidad, el cará­
logo de penas era extensísimo, y todo él cruento en extremo: Se re­
curría, casi invariablemente, a la pena de muerte. Había una cierta 
trabazón entre la ética social y la religión de los aztecas que los 
llevaba a compurgar, a limpiar y a expiar los errores aquí en la 
tierra, de una manera profunda, toda vez que no creían en que 
algún castigo esperaba al pecador después de la muerte. Bajo el 
régimen de terror en que se vivía en Tenochtitlán, la cárcel no era 
necesaria. No se esperaba tampoco la regeneración del delincuen­
te, sino que el fin del castigo era la clásica venganza social y la 
aplicación de la Ley del Talión. 

Concretamente, en relación a la cárcel, nos explica el maestro 
González de Cossío, en sus Apuntes para la Historia del «.Tus Pu­
niendi» en Méjico, que la «prisión era de carácter preventivo y 
duraba mientras se terminaba el juicio de la sentencia, o se lle­
gaba el tiempo de aplicar la pena correspondiente. La que estaba 
destinada para los delincuentes merecedores de la pena de muerte, 
o para los esclavos destinados al sacrificio, era un galerón con un 
orificio practicado en la parte superior, por donde se les bajaba y, 
cerrándolo, se les dejaba en grande oscuridad. Llamábase Petlaca­
lli o Teilypiloyan, y en él había también reductos más o menos 
particulares, como jaulas de gruesos maderos, a los que daban el 
nombre de Cuauhcalli, o sea, casas de madera» (1). Estos datos, 
González de Cossío los reúne de los que, a mayor abundamiento, 
citan autores como Clavijero, Sahagún y Fray Diego Durán. «En 
cuanto al Cuauhcalli, se trataba de una jaula de madera, muy es­
trecha, destinada a los cautivos que se debían sacrificar y a los 
reos de pena capital. 

Lo mismo el Teilpiloyan que el Cuauhcalli, se mantenían con 
suficiente guardia, y a los reos de muerte se les daba un alimento 
escaso. A los cautivos, por el contrario, regalaban lo mejor para 
que llegaran en buen estado al sacrificio. Es notable el hecho de 
que el común del barrio tuviera a su cargo guardar a los prisio­
neros; si por descuido de los vigilantes alguno se escapaba, el ba­
rrio quedaba obligado a pagar al amo del fugitivo una esclava, una 
carga de ropa de algodón y una rodela» (2). 

(1) Apuntes para la Historia del Jus Puniendid en México, Méjico, 
1963, pág. 41. 

(2) CARRANCA y RIVAS, Derecho penitenc-iario, Ed. Porrúa, Méjico, 
1974, pág. 23. 
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Mayas.-Parece que, aunque la prisión no era un castigo en sí, 
«servían a modo de cárceles unas jaulas de madera en las que se 
custodiaba a los prisioneros de guerra, a los condenados a muerte,. 
a los esclavos prófugos, a los ladrones y adúlteros y, en general, a 
los delincuentes de cierta clase» (3). O sea, que la función de di­
chas cárceles, entre los mayas, fue igual a las que aquéllas de­
sempeñaron entre los aztecas; sitios de reclusión mientras se·. 
ejecutaba la sentencia que, generalmente, consistía en la pena de 
muerte. Concluyendo, los mayas no conocieron la cárcel como una. 
pena en sí. 

Epoca colonial.-En estas tierras del Anáhuac se aplicaron, en. 
un principio, los ordenamientos legales castellanos, influidos, a_ 
su vez, por el Derecho romano y canónico. Tales cuerpos legales. 
castellanos fueron: Los Ordenamientos de Cortes, el Fuero Real,. 
el Liber Judiciorum y Las Partidas. También se aplicaban las Le-­
yes de Toro y el Ordenamiento de Toledo. Posteriormente, ante 
una necesidad de adaptación a los usos y costumbres de la tierra_ 
conquistada, se expidieron las Leyes de Indias. Voy a referirme 
brevemente a las nociones de Derecho penitenciario comprendidas. 
en algunos de estos ordenamientos, no sin antes señalar que, como-' 
órgano sumamente importante en la administración de justicia en 
la Colonia, se estableció en Méjico el Tribunal de la Santa Inqui-­
sición, por Real Cédula de Felipe II, el 16 de agosto de 1570, reca- -
yendo el primer nombramiento de inquisidor en la persona de don• 
Pedro Moya de Contreras, quien tomó posesión el 12 de septiem-­
bre de 1571, cargo que desempeñó hasta 1574, época en que fue­
nombrado arzobispo de Méjico. 

Las Partidas._:_ Es importante destacar algunos puntos de esta. 
legislación toda vez que constituye un notable antecedente deF 
Derecho indiano. Los textos a los que me refiero son los que pue-­
den leerse en la Partida VII, Título 29, Ley 15, que se enlazan con 
principos carcelarios: «Non pertenece a otro orne ninguno, ni ha. 
poder de mandar facer cárcel, nin meter orne a prisión en ella, si"" 
non tan solamente el Rey, o aquellos a quien el otorga que lo pue- · 
dan hacer». Esto se refiere propiamente a la potestad o autoridad­
para remitir gentes a la prisión; pero se establecía en la misma 
Partida, Ley 11, que la prisión no era una pena: «Ca la cárcel deue­
ser para guardar los presos, a non para fazerles enemiga, nin otro­
mal, nin darles pena en ella ... Ca assaz abonda de ser presos e en- -
carcelados e recibir, quando sean judgados, la pena que merecie­
ren». O sea, que pervive en este cuerpo de leyes el concepto roma-­
no de la prisión, con mera función preventiva o de custodia. 

Novísima Recopilación.-En este ordenamiento, que fue im-­
preso por vez primera en Madrid por Julián de Paredes, comienza 
a gestarse un panorama, aunque reducido, de Derecho penitencia­
rio, por ejemplo: Los principios referentes a la organización de· 
las cárceles, la separación de los dos sexos en departamentos, la·. 

(3) Enciclopedia Yucatanense, Tomo II, Méjico, 1945, pág. 205. 
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-prohibición de los juegos de azar entre los presos y la necesidad 
·de que cada uno debiera subsistir por sus propios recursos, se 
presentan en el Libro VII, Artículo 38 de las leyes recopiladas. 
Este último punto me parece importante, ya que no previeron las 
-autoridades que la manutención de los presos significara un gasto 
_para el Estado, como sucede hoy en día; sin embargo, en ese mis­
_mo texto se establece, con marcado sentido humanitario, un sis­
tema de limosnas en favor de los presos pobres, eximiéndoles del 
pago de derechos y mandando que no se les detuviera en la cárcel 
para apremiarlos. 

Las Ley de lndias.-Este cuerpo legal, sancionado el 18 de mayo 
de 1680 por Carlos II, e impreso en Madrid al año siguiente, es, 
·como lo afirma el maestro González de Cossío, el gran monumento 
de la acción jurídica de España en América. Aunque se ha critica­
do la extensa gama de disposiciones que parecen no guardar un 
-orden cierto, fue tal legislación una noble empresa de los hombres 
-dentro del campo del Derecho. La obra se compone de 9 Libros, 
·divididos en 218 Títulos, de los cuales interesa particularmente al 
tema que me ocupa el Libro VII, Título 6. Dicho Título comprende 
24 leyes, y se denomina «De las Cárceles y Carceleros», y el Título 
'.7 comprende 17 leyes que tratan «De las Visitas de Cárcel». Este 
-Título, en opinión del fallecido profesor Carrancá y Trujillo, cons­
tituye un atisbo de ciencia penitenciaria. Las reglas principales 

. comprendidas en dichas leyes se refieren al mandato de hacer cár­
·celes en todas las ciudades, villas y lugares, imprimiendo en ellas 
un marcado sentido religioso al dotarlas de capilla y capellán, y 
también, protección a los presos frente a los malos tratos de los 
carceleros, atenuando así el rigor de la penología medioeval. Por 
-supuesto que mucho de esto, pese a la buena intención del legis-
-lador, quedó únicamente en el papel, ya que, como lo advierte 
quien quiera que preste sus servicios en una prisión, no existe mu­

·cha diferencia entre los delincuentes y aquéllos que se encargan 
de su custodia. La clasificación hecha por Constancia Bernaldo de 
·Quirós al referirse a una «etapa equívoca» en la formación del 
·cuerpo de Policía, sigue siendo efectiva, en muchos casos, para los 
·custodios y vigilantes de hoy. Más adelante habré de volver sobre 
·el tema; pero con referencia siempre a las Leyes de Indias, me in­
teresa reproducir el texto de la Ley II del Título 6, que dice así: 
«Ley II. Que en la Cárcel haya aposento apartado para mujeres. 

Los Alguaziles Mayores, Alcaides y Carceleros tengan prevenido 
un aposento aparte,. donde las mujeres están presas, y separadas 
de las comunicación de los hombres, guardando toda honestidad 
y recato, y las Justicias lo hagan cumplir y executar». Este texto 
ya consagra, en pleno siglo xvn, una preocupación de las autorida­
des por la mujer recluida. Mas la separación legislada no se llevó 

. -a cabal cumplimiento en la práctica. 
Sintetizando el estado de las prisiones de la época colonial, pue­

. de decirse que existieron en número de tres: «La de Corte, que 
-ocupó el ala norte del Palacio Virreinal, extendiéndose sobre 1a 
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calle del Arzobispado y con frente a la Plaza de Armas; la de la Ciu­
dad, ubicada en el costado occidental de las Casas de Cabildo o 
Palacio Municipal, con entrada por el Callejuela, y otra en San­
tiago Tlaltelolco, que tuvo el carácter de especial para determina­
dos delincuentes. La de Corte estuvo destinada a los presos por 
causas criminales, es decir, de delitos graves, y la de Ciudad, a los 
responsables de infracciones leves» (4). En la obra costumbrista 
de Fernández de Lizardi, intitulada «El Periquillo Sarniento», hay 
varias referencias descriptivas a la ya mencionada Cárcel de Corte, 
a donde fue a parar el protagonista. 

Quizá en muchas ocasiones se haya empleado, al margen de la 
moderna técnica penitenciaria, la palabra «presidio» como sinóni­
mo de «cárcel»; pero en la época colonial no existió tal similitud, 
antes bien se registró marcada diferencia, ya que los presidios se 
fundaron sobre todo en la región nortes y tuvieron el triple carác­
ter de puntos o fortalezas militares de avanzada para ensanchar 
la conquista, de medios de población de las provincias remotas y 
de establecimientos penales, pues con sus guarniciones eran envia­
dos y custodiados en ellos los criminales. Existieron también las 
fortalezas-prisiones de San Juan de Ulúa, en Veracruz, más cono­
cida como «Las Tinajas» y Perote. 

La Acordada.-Durante la época del Virreinato de la Nueva 
España, había, merced a lo rudimentario de los caminos e inci­
pientes carreteras, multitud de bandas de asaltantes y foragidos 
que amenazaban la vida y pertenencias de los viajeros. A pesar de 
que se expidieron varias medidas de seguridad como el estableci­
miento de una jurisdicción especial, la Santa Hermandad, que 
funcionaba persiguiendo y castigando a los ladrones, y aún la fa­
cultad otorgada en 1664 a todos los jueces y justicias para ejecu­
tar sus sentencias, aunque fuesen de muerte, sin necesidad de 
revisión superior, nada de esto fue bastante para frenar los deli­
tos en cuestión. Y así, el virrey Duque de Linares creo, de acuerdo 
con la Audiencia, de donde tomó el nombre de Acordada, un tri­
bunal con sentencias inapelables y exento de dar cuenta de ellas 
a la Sala del Crimen, por lo que tuvo extensa jurisdicción. 

Para servicio de dicho Tribunal, que fue muy eficiente en el 
siglo xvnr, se destinaron unos galerones en Chapultepec que fun­
cionaba como cárcel. Más tarde, ésta se trasladó a un sitio cerca 
del Hospital de Pobres, úbicada en la calle de Patoni, entre Bal­
deras y Humboldt. En aquellos tiempos funcionó en forma pre­
caria la cárcel de la Acordada, pero en 1776 fue arruinada por un 
terremoto y la reconstrucción practicada se aprovechó para dotar 
el edificio de tales seguridades y distribución, que se convirtió 
en la mejor cárcel de su tiempo. 

Hubo por los años de 1839 y 1841, época ya independiente, 
posterior a aquélla a la que acabo de hacer referencia, una plum:i 

(4) MACEDO MIGUEL, S., Evolución de los establecimientos penales en 
México, "Críminalia", año V (1938-39), pág. 347. 
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excepcionalmente dotada para la descripción: la de madame 
Calderón de la Barca, esposa del primer ministro plenipotencia­
rio que España envió al Méjico independiente, don Angel Calde­
rón de la Barca. La menciono aquí porque en un libro que ella 
escribió sobre «La Vida en México», dedica extenso párrafo a la 
descripción de la cárcel de La Acordada, expresando sus opinio­
nes acerca de la población femenina, toda vez que tal estableci­
miento no practicó la separación de sexos entre los reos. No re­
sisto a la tentación de reproducir dicho párrafo en este trabajo, 
tal como lo hizo en su Derecho penitenciario el profesor Carran­
cá y Rivas: 

«Dedicamos otro día a visitar lugares muy diferentes y más 
dolorosos: La Acordada, o cárcel pública: un edificio grande y 
sólido, espacioso y bien ventilado. También tiene una Junta com­
puesta de señoras pertenecientes a las mejores familias, que se 
han consagrado a enseñar a las mujeres presas. Es doloroso y so­
brecoge el ánimo ver a las primeras damas de Méjico conversar.­
do familiarmente y abrazando a estas mujeres culpables de crí­
menes atroces: asesinas, en su mayor parte, de sus maridos, que 
es el crimen más frecuente entre estas encarceladas mujeres. No 
se ven caras feas, y probablemente ninguna de ellas premeditó su 
crimen. Un arranque de celos en una borrachera; pasiones violen­
tas sin freno, que de la misma manera que estallan súbitamente 
se extinguen, las han llevado a fin tan desgraciado. Entramos pri­
mero a un aposento amplio y bastante limpio en donde se en­
cuentran separadas las mujeres de "familias más decentes" que las 
otras. Algunas se habían tendido en el suelo, otras se ocupaban 
en alguna labor; bien vestidas unas, y otras sucias y desarrapadas. 
Muy pocas se veían tristes; la mayoría se mostraban indi­
ferentes y aun felices; y 'ninguna' parecía estar avergonzada. Des­
cendimos después a las regiones profundas, donde en un galerón 
abovedado y húmedo, se presentan cientos de infortunadas mu­
jeres de lo más bajo del común del pueblo, ocupadas en 'travaux 
forcés' y cuya descripción, ciertamente, es bien fácil: Estaban ha­
ciendo tortillas para los presos. Sucias, harapientas, de aspecto 
miserable bajo estas funestas bóvedas, nos sentimos, al verlas, 
transportadas al purgatorio. ¡Y sólo el Cielo sabe el hedor que 
despedían! Una vez más tuve la experiencia de que el don del 
olfato en Méjico no es de ninguna manera una bendición. Otra 
grandísima galera cercana, en la que unas presas limpiaban y ba­
rrían, gozaba al menos del aire fresco que le llega de un patio 
donde contemplamos una triste vista: la de unos pobres niños 
jugando. Eran los hijos de las presas» (5). 

Perdóneseme esta disgresión en aras del valor descriptivo que 
posee, y permítaseme retornar a la explicación de la época colo-

(5) MADAME CALDERÓN DE LA BARCA, La vida en México, traducción, 
prólogo y notas de Felipe Teixidor, Ed. Porrúa, Méjico, 1959, tomo 11, 
págs. 480 · y 481. 
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nial diciendo, a manera de síntesis, que se crearon desde la pri­
mera mitad del siglo xvr y se desarrollaron durante los tres si­
glos que duró el virreinato, los llamados recogimientos» para es­
pañolas, mestizas e indias. Primero aparecieron los dedicados a 
la enseñanza de niñas y jóvenes indias que tenían en realidad ca­
rácter de colegios. Posteriormente se fundaron los dedicados a 
las prostitutas, con fines de rehabilitación, y los de casadas, viu­
das, solteras y divorciadas. Finalmente se fundan los dedicados a 
las delincuentes. Así, pues, dichas instituciones se pueden clasi­
ficar en dos ramos: Las de protección, de tipo voluntario, y las 
correccionales, de tipo obligatorio y con carácter penitenciario. 

Epoca independiente.-Tras luchas intestinas y la desorgani­
zación natural en un pueblo que despertaba a la libertad, de la 
misma manera en que un adolescente se deslumbra ante el mun­
do que va reconociendo, el estado del erario nacional y municipal 
era precario, lo cual redundó también en perjuicio de los siste­
mas carcelarios, que corrían a cargo del Ayuntamiento. Como 
dato específico, se sabe que los presos enfermos eran atendidos 
en el Hospital de San Andrés, al cual el Municipio quedó a deber, 
en varias ocasiones, las sumas a cargo por estancia de enfermos. 
Sin embargo, a pesar de la merma sufrida por el erario, las auto­
ridades no fueron indiferentes a las aspiraciones de Jeremías 
Bentham, creador del modelo panóptico en arquitectura peniten­
ciaria, y del incansable John Howard. en medio de las penalida­
des que para la nación implicó la estructuración de la República, 
pensadores y políticos no dejaron de ocuparse del mejoramiento 
carcelario. Propiamente, en todos los idearios y planes de trabajo 
figuraron dos puntos de importancia: 

1.-La reforma de las prisiones y de los prisioneros mediante 
el trabajo general y obligatorio para los mismos; y 

2.-La erección de penitenciarías. 
Reglamento de 1814.-Como primer ordenamiento de impor­

tancia aparece el expedido en dicho año, reformado en 1820 y 
adicionado en diciembre de 1826. Sus bases principales eran: «La 
prevención de que no admitieran presos sino con los requisitos 
que prevenía la Constitución; que no se cobrara derecho alguno 
y que fuera obligatorio el trabajo. Además se disponían prácticas 
religiosas y se establecía que la comisión del Ayuntamiento, auto­
ridad a cuyo cargo inmediato estaban las prisiones, las vigilase 
cuidadosamente y designara los sitios a donde debían ir a traba­
jar los condenados a obras públicas; pena en uso hasta la expe­
dición del Código de 71» (6). 

1823.-El 24 de abril de dicho año se expidió un decreto por 
el cual se ordenaba la demolición de calabozos estrechos y que 
se diera a las prisiones la limpieza y amplitud necesarias para 
conservar la salud de los detenidos. Sin embargo, pervivió la im-

(6) "Criminalia", Regímenes de Prisiones. Su evolución en Mé.xico, 
por OFELIA V ÁZQUEZ SANTAELLA, año VII (1940-41), pág. 188. 
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presionante fortaleza de San Juan de Ulúa, ya mencionada, con 
sus funestas condiciones arquitectónicas. 

Reglamento de 1833.-En este año se expidió un reglamento 
para que en la Cárcel Nacional se estableciera de una manera obli­
gatoria el trabajo para los presos en talleres de artes y oficios. 
Pero parece ser que esta disposición quedó únicamente en el terre­
no quimérico de la teoría, sin lograr aplicación práctica. 

Del año 1840 en adelante, los hechos más significativos para el 
penitenciarismo pueden agruparse así: 

1840.-Se acentúa el movimiento de reforma carcelaria por d 
empeño del Gobierno y algunos ciudadanos destacados. En este 
mismo año se decretó que todas las cárceles de la República se di­
vidieran en departamentos para incomunicados, detenidos y sen­
tenciados, y que todos los presos se ocuparan en algún arte u 
oficio. 

1841.-El Ayuntamiento de Méjico proyectó la construcción de 
una nueva cárcel, apoyado por el señor Gómez Pedraza, ministro 
de Gobernación. 

1843.-Las Bases Orgánicas sancionaron el precepto de que las 
cárceles estuvieran dispuestas de modo que el lugar de detención 
fuera diverso al de la prisión. Ese año se hizo un nuevo intento 
para organizar las prisiones de Méjico, tratando de asegurarlo por 
medio de un contrato para la explotación de los talleres de la cár­
cel principal que era la de la ex Acordada. 

Decreto de 1848.-En ese año, mismo de la intervención nor­
teamericana en Méjico, se expide un Decreto, el día 7 de octubre, 
por el Congreso General a iniciativa del ministro de Relaciones 
Interiores y Exteriores, don Mariano Otero, estableciendo en el 
Distrito y Territorios Federales el sistema penitenciario. Conforme 
a lo prescrito en él, se debían erigir edificios distintos para la de­
tención y prisión de los acusados o indiciados, para la corrección 
de jóvenes delincuentes, para la reclusión de los sentenciados y 
para asilo de los libertados después de la prisión o reclusión. Se 
adoptaba, asimismo, el sistema de Filadelfia, con separación abso­
luta de detenidos y sentenciados para el trabajo, actos religiosos y 
ejercicios. Se instituía la obligatoriedad de la instrucción primaria 
para los internos, así como el trabajo para todos, y también se les 
permitía frecuente comunicación con sus familiares y personas li­
bres. 

El mismo Decreto creaba una Junta directiva de prisiones, con­
fiándole la administración de los fondos, la dirección de las obras 
de construcción y la dirección e inspección de los establecimientos 
que se fundaran. También se expidió el mismo día en que fue san­
cionado el Decreto una convocatoria para la formación del plano 
de la cárcel de detenidos y sentenciados, que había de contener 
500 ó 600 celdas. Y más o menos relacionados con esa convocatoria, 
se formaron tres proyectos de penitenciaría, por los arquitectos 
José M. Bezossi, Lorenzo Hidalgo y Enrique Griffón. 

Proyecto de 1848.-«En octubre de 1848, el Congreso acordó 
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que el ministro de Gobernación informará en el término de un 
mes acerca del plazo y los elementos que necesitará para estable­
cer el régimen penitenciario. En noviembre de ese mismo año y 
como resultado del acuerdo del Congreso se presentó un proyecto 
penitenciario para el Distrito Federal, en el cual se hacía una com­
binación del sistema Auburn, como medio correctivo para la ma­
yoría de los reclusos, y el de Filadelfia para los crímenes mayores. 
Se calculaba un total de mil cuatrocientas celdas. La vigilancia 
constaría de cincuenta gendarmes y el presupuesto ascendería a 
$ 1.146.000.00» (7). 

Cárcel de Belén.-En 1863 quedó clausurada la ex-Acordada, el 
día 22 de enero, y desde entonces se convirtió en cárcel, llamada 
primero Nacional y después Cárcel Municipal, por haber dependi­
do del Ayuntamiento y ser sostenida con sus fondos. Por mucho 
tiempo fue la Cárcel General del Distrito, y el nombre de «Belén» 
le venía de que, primitivamente, fue el Colegio de Niñas de Belén. 
De un interesante artículo, escrito por el profesor don Javier Piña 
y Palacios, sobre el estado de las cárceles de Méjico en 1875, me 
parece conveniente reproducir los siguientes párrafos: «El depar­
tamento de mujeres consta de un patio, rodeado por dos lados de 
corredor con una fuente en medio y un piso sin concluir de embal­
dosar. En la parte baja hay cuatro dormitorios para sentenciadas; 
uno para las empleadas de la cocina y otro para las de la atolería; a 
espaldas de este patio y cubierto con tejados están la cocina y la 
atolería; en la misma línea, aunque con entrada por otra parte, 
está el común que guarda el mismo sistema que el de los hombr·.:-s 
y está bien ventilado y fuera de la parte habitada por las presas. 
En el mismo patio y piso, está un separo al que van las presas que 
vienen del Hospital Morelos. Hay también un cuarto con una tina 
para baño tibio. En la parte alta están cuatro dormitorios para el 
común de las presas, la distinción que está en la habitación de la 
presidente, una capilla y la enfermería. En esta última hay cuatro 
catres de fierro con sus colchones de hoja de maiz y un. brasero. 
En los dormitorios de este departamento, lo mismo que en los 
demás de la prisión, las presas se acuestan sobre las esteras para 
dormir y se alumbran durante toda la noche con lámparas de 
esencia de trementina. A la espalda del edificio hay un gran patio 
cercano que antes fue jardín, en el que hay algunas ruinas; y dos 
estanques para que se bañen las presas» (8). 

La Constitución de 1857, muy eminente por varias razones, de­
cía a la letra, en su artículo 23: «Para la abolición de la pena de 
muerte, queda a cargo del poder administrativo el establecer, a la 
mayor brevedad, el régimen penitenciario. Entre tanto, queda abo­
lida para los delitos políticos, y no podrá extenderse a otros casos 
más que al traidor a la Patria en guerra extranjera, al salteador de 

(7) "Crimnialia '', OFELIA V ÁZQUEZ SANTAELLA, op. cit., pág. 189 
(8) Cárceles de México en 1875, revista "Criminalia ", núm. 8, año 

XXV (1959), pág. 495. 
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caminos, al incendiario, al parricida, al homicida con alevosía, pre­
meditación o ventaja, a los delitos graves del orden militar y a los 
de piratería que definiere la ley». El primer párrafo de los dos 
enunciados nos presenta claramente la situación nacional de aque­
lla época en materia penitenciaria, en el sentido de que, en esta 
línea no se actuaba con sistema, y comenzaba, apenas, a vislum­
brarse la utilidad de la pena de prisión para la cura social del in­
culpado, sustituyendo el rigor, con mejoría, y la injusticia de la 
pena capital. Pero, como también ya expliqué, transcurren muchos 
años más, cerca de veinte, sin que se pueda aplicar un verdadero 
sistema en los penales. Así adviene el genio jurídico de Antonio 
Martínez de Castro y su Código penal de 1871, que contiene inno­
vaciones en materia carcelaria, aunque no suprime la pena de 
muerte por considerarla una necesidad social o mal necesario. Di­
cho sistema penitenciario que Martínez de Castro preconizó, se ba­
saba en los siguientes puntos: 

a) Separación de los reos entre sí de manera continua. El ar­
tículo 130 del Código decía lo siguiente: «Artículo 130.-Los conde­
nados a prisión la sufrirán cada uno en aposento separado, y con 
incomunicación de día y de noche, absoluta o parcial, con arreglo 
a los cuatro artículos siguientes». O sea, que se trataba de orga­
nizar un sistema celular; 

b) Comunicación de los presos con personas capaces de ins­
truirlos y moralizarlos; 

c) Establecimiento de la Junta Protectora de Presos; 
d) Libertad preparatoria basada en la buena conducta durante 

un tiempo igual a la mitad de la condena, precedida de un grado 
intermedio de prisión destinado a servir como medida de transi­
ción; 

e) Distribución del producto del trabajo de los reos en las 
siguientes partes: 

l. Mejora de las prisiones. 
II. Pago de responsabilidad civil, y 

III. Constitución de un fondo de reserva para cuando salieran 
en libertad. 

No todos estos preceptos se llevaron a la práctica, pero la pro­
mulgación del Código contribuyó a iniciar y mantener la lucha por 
el mejoramiento carcelario tan luego como la República hubo su­
perado su última crisis revolucionaria. Algunos artículos transito­
rios sí se llevaron a la práctica, verbigracia, se creó la Junta de 
Vigilancia de Cárceles, presidida por el regidor del ramo y forma­
da por ocho vocales, nombrados todos por la Secretaría de Jus­
ticia. 

Carcel de Lecumberry.-Llamada también Cárcel de la Ciudad 
de Méjico, data de 1881, época en la que el doctor don Ramón Fernán­
dez, gobernador del Distrito Federal, nombró una comisión espe­
cial para sugerir reformas al Código penal. Dicha comisión presen-
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tó su trabajo en 1882, proponiendo la creación de un sistema pe­
nitenciario basado en el irlandés de Croffton. El proyecto fue ela­
borado por el señor ingeniero Torres Torija, siguiendo en algo el 
confeccionado por los profesores de Bellas Artes en 1868, pero me­
jorando la disposición de las crujías, la distribución de los talleres 
y patios de ejercicio. En 1885, la Secretaría de Gobernación aprobó 
el proyecto y acuerdo para comenzar el edificio destinado a hom­
bres, con un total de 724 celdas. El ingeniero militar Miguel Quin­
tana inició las obras en la zona de San Lázaro, al oriente de la ciu­
dad. Mas quien las concluyó fue el arquitecto Antonio M. Anza, en 
1897, aunque no se pudo poner enseguida en servicio porque no es­
taban conectados los albañales con el Gran Canal de Desagüe dd 
Valle. Finalmente fue inaugurada el 29 de septiembre de 1900 des­
pués de haberse expedido el Reglamento General de Estableci­
ro.ientos Penales del Distrito y el Reglamento especial de la Peni­
tenciaría, que comenzaron a regir el mismo día 29. 

Por un Decreto publicado en el «Diario Oficial» de 30 de enero 
de 1933, se convirtió esta penitenciaría en una cárcel promiscua al 
dar cabida a procesados y sentenciados de ambos sexos; sistema 
que pervivió hasta 1954, año en que se fundó la Cárcel de Mujeres. 
Mas, hasta 1976 inclusive, funcionó una estancia femenina, adonde 
iban las mujeres detenidas en tanto se las turnaba a Cárcel de Mu­
jeres. Este sistema, aunque inadecuado a todas luces, se practicó 
por la cercanía de los Juzgados o Cortes Penales. Actualmente, las 
detenidas que iban a Lecumberri, son llevadas a las estancias fe­
meninas de los Reclusorios Norte y Oriente, que son cárceles pre­
ventivas para varones, inauguradas en 1976. Esto se practica de 
acuerdo a la jurisdicción donde hayan delinquido, por lo que tam­
bién se les envía momentáneamente a las cárceles de Coyoacán o 
Villa Alvaro Obregón, mientras son turnadas a Cárcel de Mujeres. 

Centro Femenil de Rehabilitación.-Esta es la denominación ac­
tual de la originalmente llamada Cárcel de Mujeres, que fue conclui­
da desde el año de 1952, en la wna de la ciudad conocida como 
Ixtapalapa, rumbo a Puebla, pero no pudo ser oficialmente inau­
gurada hasta 1954. Con respecto a la causa de este retraso se narra 
un hecho singular: Que el señor arquitecto Alonso Mariscal realizó 
una visita a las obras en compañía de sus alumnos, durante la cual 
se expresó en el sentido de que, si bien estaba impresionado por 
la obra del Gobierno y del arquitecto Ramón Marcos Noriega, 
autor del proyecto para el establecimiento femenino, se sentía en 
el deber, frente a Jos alumnos de su escuela, de aprovechar la lec­
ción negativa a ese establecimiento, en la que le interesaba el es­
píritu, principalmente y que; en ese lugar, sombrío y con profu­
sión de rejas, el espíritu podía resumirse en una sola palabra: 
sadismo. Mas, antes de cuestionar o presentar la situación actual 
del establecimiento más importante con que se cuenta en mate­
ria de penitenciarismo femenino, quisiera concluir la presenta­
ción del contexto histórico penitenciario. 

En efecto, Cárcel de Mujeres empieza a funcionar en el año 
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de 1954, con capacidad para 500 internas y después de haber rea­
lizado una selección del personal con que se la iba a dotar. Pero 
esto, con haber descongestionado Lecumberri, no significa posi­
tivamente una gran novedad dentro de la reforma de las cárceles; 
se destina un local especial para mujeres, que viene a dar cuerpo 
a un anhelo consagrado desde Las Partidas y la Novísima Recopi­
lación, como ya hemos visto. Pero no se trata de una auténtica re­
volución en el terreno de la reforma carcelaria. Las cosas siguen 
igual y así, en 1952, en el discurso de clausura del Congreso Na­
cional Penitenciario, el doctor Celestino Porte-Petit hacía una afir­
mación valiente y desusada en el terreno de la fantasía intelectual 
en que suelen caer los Gobiernos. Porte-Petit afirmó: «En Mé­
jico, inútil resulta repetirlo, carecemos de un sistema penitencia­
rio. Tarea ingente del Gobierno no es la de reformarlo, ni aun la 
de mejorarlo, sino simplemente la de crearlo. Sería, en efecto, 
vano intento perfeccionar lo que no existe». Gran verdad, que 
continuaba acosando a la Nación hasta que, en Toluca, estado 
de Méjico, empezó a gestarse una nueva institución que, primero 
como experiencia, después como optimista realidad, sentó las ba­
ses para la estructuración del verdadero sistema penitenciario, 
consolidado en 1971, durante la gestión del licenciado Luis Eche­
verría Alvarez, al expedirse la Ley de Normas Mínimas para la 
Readaptación Social de Sentenciados. 

Así, pues, el Centro Penitenciario del Estado de Méjico nació 
merced a la clara e intuitiva visión de un estadista que fue el li­
cenciado Juan Fernández Albarrán, gobernador del estado, quien 
trazó un verdadero programa de acción penitenciaria y tuvo el 
indudable acierto de poner por obra común su capacidad y poder 
de gobernante, de ejecutivo, con la ciencia y métodos de intelec­
tuales como el licenciado Juan José González Bustamante, el doc­
tor Alfonso Quiroz Cuarón y el joven funcionario Sergio García 
Ramírez, quien, juntamente con el licenciado Antonio Sánchez 
Galindo, integró el primer cuerpo directivo de la institución. Ta­
rea de romanos, como es común decirlo, constituyó el estudiar psi­
cológicamente a los internos de la vieja y promiscua cárcel de 
Toluca para después realizar convenientemente el traslado al 
nuevo edificio. En esta delicada función colaboraron los psicólo­
gos profesor Enrique Gutiérrez Quinto y su esposa Clementina 
Cadillo de Gutiérrez. Las instalaciones, construidas en las afueras 
de Toluca, lindando con el municipio de Almoloya de Juárez, fue­
ron construidas con apego a la disposición constitucional de man­
tener una perfecta separación entre procesados y sentenciados. 
Cada sección contó con escuela y talleres diferentes y separados. 
Empezó a practicarse ahí un sistema progresivo técnico, comen­
zando con la fase de estudio y diagnóstico, siguiendo con la de 
tratamiento y poniendo por obra la pre-libertad en un estableci­
miento especial conocido como «Cárcel abierta». El centro peni­
tenciario contaba, además, con extensa hortaliza y granja dotada 
de cerdos y conejos. Talleres de carpintería, sastrería, tubos de 
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albañil, muebles de jardín y otros. Hermosa su biblioteca y dota­
da de buenos volúmenes. Primaria y teleaula. Sitios especiales 
para la visita familiar y la conyugal: Aireado y amplio el primero, 
instalado frente a un espacioso jardín con juegos infantiles; re­
coleto y tranquilo el segundo, diseñado de modo tal que las es­
posas de los internos pasaran casi directamente de la calle al es­
tablecimiento, sin tener que atravesarlo ante las insidias de los 
otros reclusos. Cocina, panadería para proveer las necesidades 
de la institución, un espacioso y bien ubicado auditorio donde se 
llevan a cabo actividades artísticas y culturales. Aparte, la sec­
ción de servicios médicos, con oficina anexa para los trabajadores 
sociales. Y una sección de mujeres que es, probablemente, lo úni­
co objetable en esa institución; modelo por todos los otros con­
ceptos. En efecto, no fue posible construir un reclusorio seme­
jante, especial para mujeres, y esta sección hubo de ser enclavada 
como un parche mal pegado dentro de un establecimiento en que, 
indudablemente, los hombres gozaban de más libertad que las 
mujeres. Y digo esto porque los varones podían deambular por 
los talleres, patio de deportes, escuela y dormitorios, ubicados to­
dos ellos en un perímetro accesible a ofrecer una reclusión menos 
tediosa, en tanto que las mujeres estaban en su sección. consti­
tuida por un patio de medianas proporciones y un cuerpo central 
de edificación consistente en dos pisos de dormitorios trinarios, 
para hacer una virtual separación de procesadas y sentencia­
das, un pequeño taller común y dos cocinas. Aparte, en la plan­
ta baja, una sala también común. Y al lado, otro edificio destina­
do a la guardería para los hijos de las internas, menores de tres 
años; edad a la cual pasaban a otra institución gubernamental. Así 
que, en mi concepto, esta sección femenina adolece de grandes 
defectos porque nunca debió estar en el mismo edificio de la po­
blación masculina. La separación no podía lograrse más que a 
medias, pues no faltaban las cartas de amor pasadas misteriosa­
mente de unas manos a otras. Aparte, cuando las internas eran 
conducidas al auditorio para llevar a cabo sus actividades corales 
o de otra índole, eran molestadas por los silbidos y chascarrillos 
de los internos que estaban en el patio de deportes, por el que, 
necesariamente, ellas debían atravesar. No cabe duda de que, pese 
a los buenos deseos de las autoridades correspondientes, las mu­
jeres reclusas se veían discriminadas, sin poder salir de su peque­
ña sección más que cuando era necesario llevarlas al auditorio o 
a los servicios médicos. Pero la construcción misma dificultó el 
lograr para ellas una mejor situación. 

Aparte de las carencias que acabo de enumerar, el centro peni­
tenciario ha sido, desde su fundación, modelo de instituciones, 
visitado y encomiado por propios y ajenos. Y no cabe duda que 
su creación, complementada como estuvo a nivel jurídico por fa 
Ley de Ejecución de Penas, Privativas y Restrictivas de Libertad 
del Estado de Méjico, de 20 de abril de 1966, inspiró la total crea­
ción de un verdadero penitenciarismo que se llevó a cabo, como 
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ya dije, con la expedición de las Normas Mínimas para Readap­
tación Social de Sentenciados que pusieron en práctica, en todas 
las instituciones, la experiencia ofrecida en Toluca, a saber, la 
creación y funcionamiento, básicamente, del Consejo Técnico In­
terdisciplinario, organismo plural que, como su nombre lo indica, 
está compuesto por todos los profesionistas que a diversos nive­
les colaboran para la resocialización de los individuos y han de 
dar su opinión y diagnóstico médico, disciplinario, laboral y pe­
dagógico para la correcta aplicación del beneficio legal de la re­
misión parcial de la pena y los permisos preliberacionales que se 
otorgan a los reclusos de buena conducta y aplicación escolar y 
laboral. 

Ante la imposibilidad de reproducir aquí la Ley de Normas 
Mínimas en su totalidad, quisiera dar ahora una explicación del 
sistema seguido actualmente en Cárcel de Mujeres, que nos re­
vela aspectos parciales de su aplicación. 

En efecto, y como lo afirmara Mariscal, la oscuridad y penum­
bra dominan el edificio. La entrada se continúa en una especie 
de hall donde se encuentra una caseta de informes y un pequeño 
mostrador para la empleada encargada de la revisión de los vi­
sitantes. Están también unos pequeños cubículos para efectuarla. 
Subiendo una escalera se llega al segundo piso, donde se localizan 
las oficinas de la dirección, subdirección y secretaría general, don­
de se lleva el control de expedientes. Bajando nuevamente al pri­
mer piso se desemboca en el auditorio, por demás oscuro, los ta­
lleres y el comedor general. En la planta alta están los dormitorios 
y la separación entre procesadas y sentenciadas no se realiza más 
que por el hecho de llevar distintos uniformes: las primeras visten 
uno consistente en pantalón o falda azul pálido y blusa o sweter 
blanco, en tanto que las sentenciadas llevan el pantalón o la falda 
de color café claro. 

Continuando con la parte arquitectónica, señalo que los dormi­
torios están dispuestos flanqueando un pasillo central que remata 
con un espacioso enrejado. Los cuartos tienen llave, que conservan 
en su poder las propias internas, y la reja tiene un candado. Cada 
dormitorio alberga de cuatro a ocho camas. Hay cuartos donde 
están de una a dos madres internas con sus bebés, desde el naci­
miento hasta que cumplen un año de edad. 

En los talleres hay una verdadera oscuridad, que como repito, 
se enseñorea propiamente de todo el edificio, y gran profusión de 
rejas, circunstancia esta que, al influir en el ánimo de las internas, 
debe repercutir también en la calidad y estilo de la producción. 
Recorrí un total de doce talleres: maquila de dulces, tintura de 
encajes, costura (batas de todas medidas), cojines de piel, empa­
que de canela para la Conasupo, de tapioca, de algodón Zig-Zag, 
de objetos de peluche, de flecos y sedas, de artículos varios de 
papier maché, de zapatos tipo huarache y la lavandería, donde se 
plancha la ropa a mano. 

La lista se pasa a las 8.00 a.m. por la vigilancia, aunque no se 
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obliga a las internas a levantarse a esa hora. Se come a la 1.00 p.m. 
hora en que se pasa nuevamente la lista; requisito que se repite, 
finalmente, a las 5.00 de la tarde. El rancho consiste en café negro 
y pan o leche y pan. La cocina está a cargo de las mismas reclusas. 
El comedor funciona tipo self-service, como las cafeterías ameri­
canas, es decir: Se hacen varios guisados y cada quien toma su 
charola y se sirve. Para tener este derecho, se hace verificación 
y anotación en una tarjeta que lleva su fotografía. Las instalacio­
nes del comedor son amplias y aseadas, con mesitas aisladas y 
lavabos. 

Con respecto a la escuela, se cuenta con Primaria completa, 
tanto acelerada como especial; Secundaria y Universidad también 
abiertas, colaborando en esta última, personas de la Universidad 
Iberoamericana. Aparte se imparten cursos de flores de migajón, 
pintura, tapicería, inglés, secretariado, danza, tanto prehispánica 
como regional y canto. 

Los miércoles de cada semana hay un cine de arte, que presenta 
la Cineteca de la U. N.A. M. Sólo de vez en cuando, sin una metodo­
logía previa, se presentan espectáculos de otro tipo, ya sean obras 
de teatro o conjuntos musicales. No se realizan visitas a museos 
ni excursiones con las internas que, de acuerdo a !o establecido 
en las Normas Mínimas, disfrutan el beneficio de la pre-libertad 
en alguna de sus tres modalidades: ya sea salida a trabajar con 
reclusión nocturna, o salida toda la semana con reclusión de fin 
de semana o reclusión de toda la semana con salida durante el fin 
de la misma. No se cuenta con una institución abierta para las 
internas que se encuentran en período de pre-libertad. Unicamente 
los grupos artísticos como el coro o el grupo de danza salen de 
vez en cuanto a actuar en otras instituciones. 

La capilla para los servicios religiosos se encuentra enclavada 
entre los talleres, en un espacio pequeño y pobre. 

Según informes de la Oficina de Trabajo Social, se detectaban 
en agosto de 1976 un 40 por 100 de uniones libres y un 3 por 100 de 
matrimonios hechos afuera y otros legalizados dentro de la Insti­
tución. Aquí cabe referirse a la llamada visita íntima o conyugal, 
que fue instaurada el año de 1971 durante el período directivo de 
la Lic. Patricia Kurczyn Villalobos, ya que antes las internas pro­
curaban sostener relaciones con miembros del personal masculino 
de la prisión y en forma clandestina. Dicha visita se clasifica en 
dos tipos: internas cuyo esposo está también privado de la liber­
tad, ya sea en cárceles preventivas (Reclusorios Norte y Oriente) 
y aquellas cuyo esposo está libre. Estas últimas reciben la visita 
en el Centro Femenil de Rehabilitación, en un local destinado al 
efecto, que cuenta con nueve recámaras con baño propio, todo 
limpio y confortable. El inconveniente es que dicha sección está 
cerca de un taller por el cual hay que atravesar, franqueando tam­
bién un espacio enrejado. Fuera de esto los esposos que entran a 
la Institución no tienen contacto con las demás internas. Aquellas 
cuyo marido está recluido son llevadas por la «diligencia» a los 
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reclusorios mencionados. A éstas les solicitan ahí los estudios de 
laboratorio necesarios, para lo cual el esposo interno debe hacer 
la solicitud correspondiente ante las autoridades del lugar donde 
se encuentra, cuya solicitud es turnada después al Centro Femenil, 
en donde se autoriza contando con el visto bueno de los servicios 
médicos. Para la visita íntima que se desarrolla en el propio Centro 
Femenil, se exigen los siguientes requisitos: 

l. Que sean casados; 
2. Que el esposo solicite la visita; 
3. Que él lleve un examen o certificado de no padecer sífilis 

ni tuberculosis; y 
4. Que haya régimen de planificación familiar bajo la respon­

sabilidad del médico. 

Para lograr esto último se les obliga a tomar anticonceptivos o 
a instalarse un dispositivo intrauterino. 

Con respecto al lesbianismo, se me informó que no podía con­
siderarse como un verdadero y magno problema dentro de la 
Institución: En números concretos, se podía hablar, en agosto de 
1976, de once casos perfectamente detectados como natos y treinta 
por efecto del ambiente. El tratamiento consiste en una intensa 
laboroterapia, y muy pocas veces aislamiento. 

Existe, anexa a la misma Institución, una estancia infantil, que 
fue construida en 1972 y se registró en la Secretaría de Educación 
Pública el 27 de noviembre de 1975 para contar con un personal de 
educadoras. En efecto, alberga niños, hijos de las internas, que 
cuentan entre uno y seis años de edad. Cuando una wujer lle!.!a al 
Centro Femenil de Rehabilitación, cuenta con tres opciones respec­
to de los hijos: 

l. Si no tiene con quién dejarlos, puede tenerlos en la estancia 
hasta los seis años; 

2. Si, a través de un estudio de campo, Trabajo Social conside­
ra que es pertinente, se canaliza al niño o niña al Internado Mar­
garita Maza de Juárez; 

3. En otros casos, se les interna en el IMAN, hoy llamado DIF 
(Desarrollo Integro de la Familia) mediante una solicitud de la 
madre. 

Los niños que están afuera, encargados con algún familiar, 
van a ver a la madre en el siguiente orden: Miércoles, procesadas; 
viernes, sentenciadas, y domingos, ambas. El horario es de 2.00 
a 4.30 p.m. entre semana y de 10.00 a 4.30 p.m. los domingos. 

Para los niños que estén en la estancia infantil, se cuenta con 
instalaciones bien aireadas y soleadas, rodeadas de jardines. Tam­
bién hay juegos infantiles. Están convenientemente distribuidos 
los dormitorios, sanitarios y comedores, según se trate de niños 
lactantes, maternales o preescolares. Se cuenta con extenso per­
sonal t;:i.nto médico como docente, encargado de cuidar y vigilar 
a los menores. Tienen pequeñas aulas y abundante material de 
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trabajo y juguetes; pero observé que la comida les es proporcio­
nada o servida por el personal encargado y no por las madres. 
Estas pueden visitarlos sólo dos horas al día. Como hecho signifi­
cativo, en conexión con lo anterior, quiero señalar una experiencia 
afectiva que me impresionó hondamente: al entrar al salón de los 
lactantes, en compañía de otras señoritas empleadas de la Institu­
ción, los niños nos tendían los bracitos y nos llamaban «mamá». 
¿No será esto indicio de que es necesario intensificar para ellos 
la compañía materna? Por otra parte, se saca al Bosque de Cha­
pultepec u otros sitios convenientes. Pero me parece que no deja 
de traslucirse hacia ellos el aire enrarecido de una institución de 
ese tipo, de modo tal, que, sin quererlo, se hace extensiva a ellos 
la pena materna. ¿Qué objeto tiene sostener una estancia infantil, 
si no por esto están más tiempo cerca de las madres? 

En cuanto al pago de los salarios que las internas reciben por 
su trabajo en los diversos talleres, se observa la regla de destinar 
un 30 por 100 para ahorros, otro 30 por 100 para quien o quienes 
económicamente dependan de cada interna; otro 30 por 100 para 
la reparación del daño y un 10 por 100 para gastos personales. En 
el caso de que no tengan que cubrir dicha reparación del daño, 
el 60 por 100 será para los familiares que dependan de ellas. 

El pago en los talleres es a destajo, no por día, alcanzando el 
mejor sueldo la cantidad de 400 pesos a 500 pesos quincenales o 
semanales. Las que están comisionadas en el plantel y con horario 
determinado, ganan 200 pesos mensuales o 180 pesos. Se dedican 
a hacer el aseo, comisiones especiales; verbigracia, llamar a las 
personas para sus estudios de trabajo social, psicológicos o médi­
cos; limpiar jadines, prados o pisos. Su horario es de 7.00 a.m. a 
12.00 p.m. No existen cursos de especialización en los talleres. 

Hay un pabellón llamado «calabozo» para las castigadas. Sólo 
tienen un sarape en el piso, y sin derecho a hablar con alguien. 
Existen celdas de aislamiento de quince días a tres meses. La 
sanción más grave es suspender la visita íntima o familiar, según 
el caso. 

La vigilancia está constituida básicamente por mujeres, pero 
también hay algunos hombres que laboran en diversas comisiones 
dentro de la Institución. Funciona dicha vigilancia en turnos de 
veinticuatro por cuarenta y ocho horas: o sea, veinticuatro de 
trabajo por cuarenta y ocho de descanso. Se les han impartido 
algunos cursos de capacitación, porque no es raro encontrar hasta 
analfabetas entre los vigilantes. 

Las revisiones de las celdas se realizan esporádicamente, cuando 
surge un motivo de alarma, verbigracia, fugas, narcotráfico o cuan­
do se extravía algo de valor. Cuando ha habido fugas, las han lle­
vado a cabo extranjeras y muy rara vez nacionales, que son, en 
todo y por todo las más desposeídas, las menos instruidas, con 
más bajo cociente intelectual y quienes sufren la verdadera pena 
de prisión. 

Puede afirmarse que no existe clasificación ni separación de 
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ningún tipo. Con ello se contraviene el mandato constitucional de 
hacer separación estricta entre procesadas y sentenciadas. Fueron 
iniciadas desde 1976 nuevas construcciones tendientes a efectuar 
dicha separación y clasificación; pero hasta la fecha, en septiem­
bre de 1977, no han sido concluidas, y en todo caso, sólo cotlstaban 
de dormitorios y un edificio para segregación, y no de talleres y 
escuela que serían igualmente necesarios. 

Parece ser que el estudio psicológico, obedece, más bien que 
a los apremios de clasificación, a una colaboración con el Depar­
tamento Jurídico para detectar aquellos casos en que sea posible 
declarar una inimputabilidad o interdicción. 

El Consejo Técnico se reúne los martes, integrado por nueve 
consejeros: La directora, como presidente, el médico general, psi­
quiatra, psicólogo, personal pedagógicos, de trabajo social, jefe 
de talleres y vigilancia. 

Actualmente se lleva a cabo una ardua labor de estructuración 
y complementación de todos los reglamentos en uno solo; razón 
por la cual no me ha sido posible referirme a este aspecto en 
concreto. 

Cárceles de Coyoacán y Villa Alvaro Obregón.-En estos reclu­
sorios, existieron mujeres internas más o menos hasta mayo de 
1976; época en la cual las autoridades respectivas ordenaron su 
traslado al Centro Femenil de Rehabilitación. Lo mismo ocurrió 
en la cárcel de Xochimilco, y puedo afirmar que en los tres lugares, 
las estancias femeninas eran limpias y convenientemente aisladas 
de los varones, hasta donde es posible, claro, es un reclusorio 
mixto (recuérdese lo que señalé a propósito del centro peniten­
ciario del Estado de Méjico). 

Actualmente, los reclusorios mencionados, así como los del Nor­
te y Oriente, como ya lo señalé, siguen recibiendo mujeres dete­
nidas por el término de setenta y dos horas, al cabo de las cuales, 
si son formalmente presas, pasan al Centro Femenil. En todos estos 
sitios se destinan a las mujeres estancias aseadas y bastante dignas, 
pero no me parece correcto que se les haga pasar antes por un 
reclusorio masculino. Si el Centro Femenil contara con instalacio­
nes suficientes y adecuadas, ahí deberían ir, fueran detenidas o 
procesadas ya, o sentenciadas en siendo mujeres. 

De los separados de la Procuraduría del Distrito Federal, puede 
decirse que están limpios y dispuestos en forma de pasillo. Existen 
celdas para cada dos internas. Se les da de comer tres veces al 
día, y, en virtud del fenómeno de la desconcentración, llegan allí 
mujeres que son presuntas responsables de los delitos de fraude, 
abuso de confianza, despojo y responsabilidad oficial. 

Reclusorio núm. 3 ó «La Vaquita».-Este reclusorio está desti­
nado a albergar personas que cometan faltas de tipo administrativo, 
y, aunque pueden llegar ocasionalmente vendedoras ambulantes 
y gentes que hayan cometido algún desacato a la autoridad, lo más 
usual y generalizado es que arriben mujeres que ejercen la prosti­
tución en la vía pública; conducta esta que está sancionada en el 
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Reglamento de Policía del Distrito Federal, en el artículo 11, frac­
ción II. La verdad es que cuando una prostituta no tiene dinero 
para dar «mordida» a los policías que están en el crucero o que 
efectúan redadas o razzias, es conducida al Reclusorio núm. 3, 
donde se les multa con la cantidad de 1.500 pesos. Si, como sucede 
las más de las veces, no cuenta con dinero para pagar dicha multa, 
queda ahí detenida por quince días, por cada uno de los cuales 
se le descuenta la cantidad de ioo pesos. Obviamente, este es el 
peor sistema para rehabilitar a las prostitutas, por lo cual más 
valdría que dicha cárcel no existiera: las mismas autoridades del 
penal me informaron que quienes se prestan a pagar las multas y 
a sacar a las internas son los policías. Son ellos los principales 
tratantes de blancas y cooperadores de un lenocinio disfrazado. 
Y las mujeres explotadas, que no tienen dinero para pagar, salen a 
seguir ejerciendo su miserable comercio como único medio de 
subsistencia. ¿Dónde queda entonces la rehabilitación? ¿Dónde la 
finalidad del reclusorio moderno y técnico? Otra prueba de que 
es muy remota la posibilidad, teniendo dinero, de que una mujer 
llegue ahí, es que el .día 3 de agosto de 1976, fecha en que visité el 
reclusorio, sólo habían albergadas 17 internas, todas por ejercer 
la prostitución en la vía pública. Se me informó que a diario llegan 
de 80 a· 90 internas, aunque la Institución tiene cupo para 164; 
pero yo sólo vi a 17, en los momentos en que estaban cenando en 
el comedor, limpio y aseado. Todas las mujeres eran muy humil­
des, de nivel socio-económico muy bajo. No había ninguna prosti­
tuta de clase media o alta. 

Por lo demás, la Institución está muy limpia; las celdas trinarias 
se extienden pintadas de verde claro, en torno a un patio cuadra­
do, donde vi lavaderos y algunas ropas tendidas. Hay también una 
pequeña aula donde se imparte primaria. Un taller también existe 
de rebozos y bufandas. Se les obliga a hacer deporte. Se cuenta 
con un médico general, psiquiatra, enfermera y afanadora para los 
servicios médicos. También acuden personal de las clínicas del 
Seguro Social a hablarles a las internas sobre planificación fami­
liar. La comida es a la 1.00 p.m. La vigilancia está repartida en 
tres turnos de veinticuatro por cuarenta y ocho horas, con tres 
vigilantes cada turno. En el exterior hay seis vigilantes hombres. 

Definitivamente, a pesar del aseo y otras cualidades de la Ins­
titución, es obvio que el reclusorio no llena los fines para los que 
persiste, pues el arresto de quince días, a más de agravar la situa­
ción económica de las mujeres y empujarlas a seguir prostituyén­
dose, favorece la propagación de las enfermedades venéreas, ya 
que cuando una mujer llega enferma, se le da tratamiento por 
quince días, que no son suficientes a lograr su curación total. Una 
vez fuera de la Institución, la mujer no continúa su tratamiento. 
Frecuentemente, volverá a caer detenida a los pocos días y se le 
iniciará otro tratamiento a base de antibióticos, lo cual conduce 
prontamente a que los gérmenes que abriga se hagan resistentes 
al medicamento. ¿Hacia dónde marcha la salud pública? 
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Penitenciaría de Mérida, Yuc.-Fue fundada en el año de 1906, 
siendo gobernador del Estado don Olegario Malina Salís y presi­
dente de la República el general Porfirio Díaz. La sección femeni­
na, comprendida en el mismo vetusto edificio que alberga a los 
varones, fue inaugurada el 22 de diciembre de 1971, acabando así 
con el horror de custodiar a las mujeres delincuentes en el Hospi­
tal Leandro León Ayala, destinado a enfermos mentales, y en don­
de había niños hijos de las internas. Los policías abusaban sexual­
mente de ellas y sucedían otros tristes hechos, fruto de la época 
más antitécnica del penitenciario mejicano. La sección de mujeres 
actual, si bien se encuentra en el mismo local de hombres, como 
decía, está bastante limpia; en derredor de un patio cuadrilongo, 
soleado como todos los patios yucatecos, se encuentran unos ga­
lerones a manera de dormitorios, en donde las camas se alinean 
igual que en un internado cualquiera. No hay separación, ni celdas, 
ni rejas. Las mujeres no tienen oficio ni talleres especiales, como 
no sean el lavar su ropa y la confección de hamacas. En la parte 
delantera está un pequeño cuarto para la vigilancia que está cons­
tituida por mujeres, aunque no escapan los problemas del lesbia­
nismo. 

Cuando yo realicé la visita mencionada en el año de 1973, no 
estaba funcionando debidamente el Consejo Técnico previsto por 
la Ley de Normas Mínimas; en los expedientes no encontré el 
menor rastro de estudios, ni médico, ni psicológico, ni de trabajo 
social. Todo era tan rudimentario y primitivo que había menores 
con adultas y prostitutas con mujeres detenidas por otros ilícitos 
y también con las menores. Así es que, aunque existe un proyecto 
para la construcción de una nueva penitenciaría desde 1962, no son 
nada halagüeñas las condiciones de las mujeres internas. 

Penitenciaría de De. luárez, Chih.-Dicho establecimiento es 
una especie de fortaleza feudal, con fachada empedrada y gris, 
como si presagiara su triste cometido. Fue construida en el año 
de 1942. Cuando yo la visité había ocho internas, albergadas en 
una sección que puede describirse como un galerón largo y estre­
cho, en donde están algunas mesas y sillas, ya que esas piezas 
funcionan como comedor, y al fondo, en forma transversal, están 
las celdas y un patio más o menos cuadrado. Las celdas están 
dispuestas en dos pisos, teniendo enfrente de la planta baja los 
baños. Tienen así mismo las celdas puertas de madera con una 
pequeña aldaba y las internas tienen llave de su cubículo. La 
estrechez de estos últimos es impresionante, pues, en verdad, ape­
nas cabe la cama. En la sección femenina se vendían gaseosas o 
sodas, y por este motivo, el personal masculino de la Institución 
tenía acceso a la misma. Igualmente, por lo que se refería a la 
visita conyugal de las mujeres, se realizaba en la misma sección, 
tendiendo altamente al desorden y a la promiscuidad. Se trata, en 
suma, de una sección estrecha totalmente encajonada y agravada 
su situación general por el clima tan despiadado de Ciudad Juárez. 
En efecto, cuando yo fui era el invierno, y encontré a las internas 




